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			Prólogo


			El presente Código Aduanero Comentado es una labor que ha sido desarrollada con el propósito de llegar a las nuevas generaciones, inspirada y dedicada a quienes en forma desinteresada han aportado el tiempo, capacidad y riqueza intelectual para lograr un compendio de las normas aduaneras en un libro que hoy reconocemos a más de cuarenta años de vigencia como aún moderno y actual. En este sentido, homenajeamos con el presente trabajo a Ricardo Xavier Basaldúa; Enrique Barreira, Héctor Vidal Albarracín, Laureano Fernández, Francisco García, Mario Alsina, Rodolfo Cambra y Juan Patricio Cotter Moine,  agradeciendo de esta forma su indiscutible y valorable  aporte al sistema jurídico de la República Argentina.


			Finalizando con la palabras del Dr. Ricardo Xavier Basaldúa: “Es un Código que tiene cuarenta años de vigencia. ¿Qué quiere decir eso? Quiere decir que ha logrado un milagro en Argentina, que es la estabilidad, la seguridad jurídica. Todos los comerciantes del mundo quieren reglas claras para comerciar, saber a qué atenerse. En consecuencia, la seguridad jurídica es esencial  para que tenga lugar el comercio internacional. El comercio aporta paz porque vincula a los países, termina con los piratas y los saqueos. Cuando los pueblos comercian hay relaciones pacíficas. Resumiendo, el Código Aduanero, a nivel de normativa de jerarquía legal,  ha aportado seguridad jurídica a la Argentina”  (1) 


			Los autores


			

			

				

					1.  Aduana News – Entrevista al Dr. Ricardo Xavier Basaldúa – 9.11. 2021 - 
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			PROCEDIMIENTOS ADUANEROS


			Preliminar


			El artículo 18 de la Constitución Nacional es reconocido como la esencia misma de la garantía de defensa. Resultando la base fundamental en la potestad de los ciudadanos a ejercer acciones contra las determinaciones y/o exigencias que en materia tributaria y punitiva se puedan presentar.


			Si bien el Estado, en su forma originaria, tiene la potestad de imponer tributos y realizar denuncias, con la consecuente exigencia de pago de los conceptos resultantes de estos actos, ésta no resulta una acción ilimitada, por el contrario, ésta encuentra topes, a partir del resguardo de la garantía de defensa en juicio. De otro modo, se estaría afectando los principios fundamentales que deben estar siempre presentes en las normas que regulan el tributo y las infracciones, con su debido alcance para todos los procesos administrativos y judiciales. 


			En tal garantía constitucional en cabeza de los ciudadanos, reside la premisa de proteger el debido poder adjetivo, mediante los lineamientos dispuestos por la Ley para cada proceso, posibilitando al administrado desplegar la conducta defensiva que tiene todo sujeto en calidad de contribuyente. 


			Así, a partir de la Sección XIV, Título I del Código Aduanero, se establecen esquemas rituales, no posibles de ser desconocidos al momento de decidir el administrado ejercer la acción de defensa contra una imposición de carácter tributaria así como sobre las respectivas infracciones imputadas. De esta forma, el administrado deberá en cada proceso, cumplir con los requisitos impuestos por la norma para cada etapa procesal. 


			En función de lo señalado, a continuación procederemos a comentar los artículos alusivos a este tema, partiendo de lo general, para luego arribar a cada procedimiento en particular, tal como el Código Aduanero dispone a partir de la Sección XIV. 


			Rememorando, antes de avocarnos a tales comentarios, una de las frases del Dr. Juan Bautista Alberdi: “La ley, la Constitución, el gobierno, son palabras vacías si no se reducen a hechos por la mano del juez, que, en última resultado, es quien las hace ser realidad o mentira”.


		




		

			SECCIÓN XIV


			PROCEDIMIENTOS


			TÍTULO I


			DISPOSICIONES GENERALES


			CAPÍTULO PRIMERO


			DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS PROCEDIMIENTOS ANTE EL SERVICIO ADUANERO


			-Arts.1001 a 1017-


			ARTÍCULO 1001. –Toda persona que compareciere ante el servicio aduanero deberá, en su primera presentación, constituir domicilio dentro del radio urbano en que la oficina aduanera respectiva tuviere su asiento o bien mediante alguno de los medios electrónicos que estableciere la reglamentación. (Artículo sustituido por art. 252 de la Ley N° 27430 B.O. 29/12/2017. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial)


			Conforme lo expresado en forma preliminar, para actuar formalmente ante el servicio aduanero se deben cumplir diferentes recaudos, entre éstos es menester establecer domicilio procesal dentro del radio de la delegación de aduana en la que se actuará, o bien, a través del medio electrónico pertinente; ello, a partir de la reforma que se introdujo por la ley 27.430 (B.O. 29.12.2017), que en su Título VIII estableció algunas modificaciones sobre el Código Aduanero.


			La Aduana es un organismo nacional, así dispuesto por la propia Constitución Nacional (artículo 9). A partir de la creación de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), por Decreto 1156/96 (B.O.16.10.1996), se encuentra dentro de la órbita de esta administración, manteniendo las funciones propias, conforme al Decreto 618/97 (B.O.14.07.1997). Por su parte, la Aduana esta encabezado por un director general y, a los fines de un debido ejercicio de su función esencial, el control del tráfico internacional de mercaderías, encuentra una estructura orgánica conformada por subdirecciones generales, direcciones, departamentos, divisiones y secciones. De esta forma, en todo el territorio nacional existen direcciones de administración, con jurisdicciones determinadas para el debido desarrollo de la actividad de fiscalización y revisión. En línea a ello, todo sujeto que deba actuar en áreas sometidas a aquellas oficinas aduaneras, con la finalidad de poder llevarse adelante las comunicaciones de la Aduana hacia el administrado, deberá fijarse domicilio, reuniendo el presupuesto de ser un lugar dentro del radio urbano propio de la oficina aduanera donde tramite la actuación, o se inicie a partir de una petición determinada. 


			Actualmente, tal exigencia se encuentra simplificada por la instalación de un sistema electrónico, permitiendo canalizar comunicaciones (Aduana-Sujeto), sin la necesidad de constituir un domicilio dentro del radio de la oficina aduanera para la realización de cualquier gestión o proceso que deba cumplimentarse. 


			Notificación electrónica


			En el año 2013, mediante la Resolución General AFIP 3474/13 (B.O. 10.04.2013), se implementó el Sistema de Comunicación y Notificación Electrónica Aduanera (SICNEA), a fin de comunicar y notificar los actos inherentes a los procesos de gestión y control. Mediante este sistema electrónico, se procuró agilizar y transparentar las comunicaciones en todos los actos administrativos. evitando un dispendio de recursos humanos y materiales, y brindando a los sujetos mejores servicios, orientados a garantizar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. Así señalado por la propia Administración Federal de Ingresos Públicos al instituir este mecanismo de notificaciones de trato digital, al responder a un sistema vía electrónica. 


			En el año 2021, se reformula la Resolución General AFIP 3474/13 (B.O. 10.04.2013) por la Resolución General AFIP 4966/21 (B.O.16.04.2021), con el fin de dotar de mayor celeridad y eficacia a las notificaciones electrónicas cursadas a los operadores del comercio exterior y demás usuarios del servicio aduanero, disponiendo que, deberán adherir obligatoriamente al servicio “web” SICNEA, a los efectos de constituir domicilio electrónico SICNEA, los siguientes sujetos: a) Auxiliares del comercio y del servicio aduanero; b) Los comprendidos en el artículo 109 del Código Aduanero, incluidas las entidades inscriptas en el Registro de Entidades Emisoras de Garantías -Resolución General N° 3.885, sus modificatorias y sus complementarias- que emiten garantías por obligaciones aduaneras; c) Importadores y exportadores que sean usuarios o pretendan el acceso a regímenes que requieran condiciones calificadas para adherir a ellos, los que se detallan en el Anexo III de la presente; d) Los restantes importadores y exportadores; e) Los apoderados de los sujetos enumerados precedentemente; f) Los abogados, que actúan en carácter de letrado patrocinante o en el doble carácter de patrocinante y apoderado en actuaciones ante el servicio aduanero.


			Asimismo, se establece que para todos los sujetos señalados precedentemente, la utilización y adhesión al Sistema Informático de Comunicaciones y Notificaciones Electrónicas Aduaneras (SICNEA), es una condición imprescindible para la inscripción y permanencia en los Registros Especiales Aduaneros, conforme lo establecido en la Resolución General N° 2.570/09 (B.O.04.03.2009) y sus modificatorias. Esta resolución ha creado un registro especial, que compone a los Operadores del Comercio Exterior, comprendiendo a los importadores, exportadores, auxiliares del comercio y del servicio aduanero, sus apoderados generales y dependientes y los otros sujetos comprendidos en el Título IV de la Sección I de la Ley N° 22.415 y sus modificaciones. 


			Cabe aclarar, como lo destaca la Dra. Ana L. Sumcheski  (2)  que, “no debe confundirse la notificación electrónica prevista por la ley, que se envía al domicilio electrónico constituido -conforme lo dispuesto por la Acordada 28/12 y aduaneramente por la RG AFIP 3474/13- con el “aviso de cortesía” consistente en un simple anticipo de la notificación cursada, que por gentileza se remite al correo electrónico o al dispositivo telefónico del interesado, poniendo en su conocimiento acerca de la existencia de esa notificación electrónica para que ingrese a su sistema informático en tiempo oportuno y se anoticie formalmente de la información así recibida. También hay que tener presente que la falta del aviso de cortesía no implica una eximente de la obligación de notificarse y, por ende, no suspende los plazos procesales (3)”. Asimismo, la Dra. Ana L. Sumcheski (4) precisa que, “la instrumentación del domicilio electrónico para cumplir con las notificaciones, tanto en el ámbito administrativo como en el judicial, hizo posible la sustitución de la clásica cédula por la “notificación electrónica” de los actos previstos por los por los arts. 135 del CPCCN y 1013 del C.A. Esta nueva forma de notificar como así también el domicilio electrónico legalmente constituido posee idéntica eficacia jurídica y valor probatorio que sus equivalentes convencionales (5)”.


			Consideramos que el sistema de comunicación mediante la utilización y transferencia de datos vía internet, resulta un gran avance en el camino de la modernización de la Aduana. Contribuyendo a agilizar los procesos, tanto de gestiones operativas, como de procedimientos reglados en el Código Aduanero en materia tributaria e infracccional. No escapa a nadie que la pandemia, que lamentablemente azotó a todo el planeta a partir del año 2019/2020, generó la aceleración del uso de estos sistemas y con ello, la necesidad de que se disponga ampliar la vía digital para la totalidad de los procedimientos, profundizando la transparencia y fluidez en la relación aduana/privado, en línea a los preceptos que viene transmitiendo la Organización Mundial de Aduanas (OMA).


			En este sentido, resultan destacadas las opiniones de los Dres. Guillermo Vidal Albarracín, Santiago Alais y Mateo Mc Cormack en una entrevista realizada por Aduana News a estos tres letrados especialistas en materia aduanera, quienes han señalado, ante la consulta sobre cómo visualizan la Aduana dentro de 10 años, lo siguiente: “Mi esperanza es que la Aduana logre avanzar con la implementación de las cuestiones tecnológicas que hace a los procedimientos y así podría dar soluciones a los problemas que estamos viendo. Diez años es mucho tiempo. La aceleración de la tecnología que vimos a nivel judicial como producto de la pandemia, le falta a la Aduana. Mi esperanza apunta a una Aduana más tecnológica que evite el uso del papel”, concluyo el Dr. Guillermo Vidal Albarracín (6). Por su parte, el Dr. Santiago Alejandro Alais (7) destacó que, “sería fundamental que la Aduana pudiera tener un expediente electrónico matriz  en donde todos los sectores de cualquier aduana puedan ingresar, realizar seguimiento del expediente, como también homogeneizar los sistemas propios que tienen actualmente. Diez años es un plazo suficiente para encarar y lograr el expediente electrónico. Sumado a que el aduanero esté abocado al análisis de matrices de riesgos para minimizarlos, y cuando llegue la mercadería se pueda liberar rápidamente, o hacer un control puntual ex post como lo implementan las aduanas de Italia, México, España, apuntando a un comercio más ágil y eficiente para todos. Y por último el Dr. Mateo Mc. Cormack (8) indicó que, “comparto la visión tecnológica. Yo creo que tenemos que adaptarnos rápidamente, aunque es difícil.  Sin embargo, brego por una Aduana facilitadora en aras de cumplir los compromisos que el Estado Argentino tiene a nivel internacional, como el Acuerdo de Facilitación del Comercio y el Acuerdo de la OMC. Por eso espero una Aduana más tecnológica y transparente”.


			ARTÍCULO 1002. – Siempre que estuviere ubicado dentro del radio urbano de la oficina aduanera en que tramitare la actuación, el domicilio registrado en dicha oficina será considerado como constituido mientras el interesado no constituyere otro en la actuación mencionada. 


			Resulta una reafirmación del artículo 1001 del Código Aduanero, en tanto el domicilio registrado por el operador en términos generales, será considerado  constituido para el caso particular, en la medida en que éste encuentre presente el presupuesto del lugar, es decir, que esté dentro del radio urbano en donde tramite la actuación. Ello no quita la posibilidad al administrado de fijar otro distinto a su elección, pero siempre debe estar dentro del radio urbano de la oficina aduanera respetiva para ser válido a estos efectos. 


			Como fuera señalado en el artículo 1001 del Código Aduanero, en la actualidad el domicilio debe reunir el carácter electrónico, con lo cual, es imprescindible estar habilitado en el Sistema Informático de Comunicaciones y Notificaciones Electrónicas Aduaneras (SICNEA), remitiendo a las consideraciones realizadas en el artículo precedente. 


			Sin perjuicio de ello, la posibilidad de constituir un domicilio en el radio urbano de la oficina de aduana donde tramite una petición o un expediente aduanero que involucre al administrado, detenta vigencia y conforme a ello, debe ser pasible de ser habilitado ante los casos de acreditarse conforme manda la ley. Máxime, en casos que involucren a particulares que no se encuentren inscriptos en los registros habilitados por la Aduana, para actuar como operadores del comercio exterior. 


			ARTÍCULO 1003. – Siempre que el interesado no hubiere constituido domicilio, el registrado ante el servicio aduanero, que estuviere ubicado fuera del radio urbano de la oficina aduanera en que tramitare la actuación, será considerado como domicilio constituido al solo efecto de practicar la primera notificación. En ella se le advertirá que debe constituir domicilio en la forma prescripta en el artículo 1001 dentro del plazo de DIEZ (10) días, bajo apercibimiento de lo previsto en el artículo 1004.


			En caso de que el sujeto (físico o jurídico) no haya constituido domicilio ante la oficina aduanera pertinente, se procederá a los fines de la primera comunicación, tener por domicilio el que tuviere registrado ante el servicio aduanero, a pesar de que pueda ser uno fuera del radio urbano de la oficina aduanera actuante. En este sentido, se procederá a emplazar al administrado y se le hará saber al interesado su deber de constituir domicilio procesal en los términos del artículo 1001 del Código Aduanero. Para tal efecto, deberá dar cumplimiento, en el plazo de diez (10) días (hábiles conforme artículo 1007 del Código Aduanero). Ante su incumplimiento, la Ley dispone que, la totalidad de los actos procesales que puedan corresponder ser objeto de notificación, a partir de ese momento, se los tendrá por comunicados en la oficina aduanera donde tramite tal actuación administrativa. Así, establecido en el artículo 1004 del Código Aduanero.


			Este dispositivo resulta razonable, en orden a que se debe siempre proteger el debido ejercicio de defensa; consecuentemente, ante la situación en qué el administrado no detente un domicilio dentro del radio y deba ser objeto de notificación por primera vez, resulta prudente se le traslade tal comunicación a aquel que tiene registrado ante el servicio aduanero, a pesar de que pueda ser fuera de la cercanía geográfica de la dependencia aduanera. De igual forma, se procederá frente a la primera presentación realizada por el interesado sin haber cumplido con el requisito del artículo 1001 del Código Aduanero, en cuanto a denunciar un domicilio conforme al radio urbano de la oficina aduanera donde interpuso su petición. Es decir que, ante casos como el de especie, la Aduana debe emplazar al domicilio del sujeto (registrado en su calidad de operador ante la aduana), intimando a cumplir con el recaudo de denunciar un domicilio dentro del radio de la aduana donde se iniciará tal presentación para su tramitación. Con el consecuente efecto, ante un nuevo incumplimiento, de tener por notificado los posteriores actos administrativos procesales directamente en la oficina aduanera.


			La importancia de la debida constitución de un domicilio bajo los recaudos que establece el artículo 1001 del Código Aduanero, resulta fundamental para la protección del debido ejercicio de defensa en todo proceso. Lo cual invita a rescatar que no puede pasar desapercibido tal requisito esencial. Si bien la normativa aquí comentada posibilita dar el beneficio de ser emplazada, la primera vez, a un domicilio fuera del radio urbano, todo administrado debe estar muy atento al debido cumplimiento de esta exigencia que manda la Ley, de lo contrario, puede llegar a perderse el control del proceso, sufriendo los efectos propios de la caducidad, en determinadas etapas del procedimiento administrativo. Máxime, cuando en todo proceso, los plazos resultan de carácter perentorio, expresamente dispuesto por artículo 1006 del Código Aduanero.


			ARTÍCULO 1004. – Cuando debidamente notificado el interesado no constituyere o no tuviere registrado domicilio en el radio urbano de la oficina aduanera respectiva, se considerará que ha constituido domicilio, a los efectos de la actuación de que se tratare, en la oficina aduanera en que tramitare la misma, en donde quedarán notificadas de pleno derecho todas las providencias o resoluciones que se dictaren, en la forma prevista en el artículo 1013, inciso g).


			Tal como se ha determinado en los artículos precedentes, quien vaya a actuar ante el servicio aduanero, debe constituir domicilio en los modos exigidos por la normativa. Si no lo hiciere, se considerará de oficio, haberse hecho en la sede de la misma oficina aduanera en que deba actuar, quedando allí notificado automáticamente de todas las resoluciones dictadas que lo involucren. Lo que producirá, como fuera comentado en el artículo anterior, la ausencia de control del proceso, al estar falto de comunicación respecto de los actos dispositivos nacientes de tal procedimiento. 


			Si bien denunciar un domicilio dentro del radio urbano para el proceso resulta un requisito fundamental, conforme manda el artículo 1001 del Código Aduanero, su incumplimiento no genera un efecto de pérdida del derecho al tratamiento de la petición formulada inicialmente. Pero, como fuera objeto de comentario en el artículo 1003 del Código Aduanero, la imposibilidad de contar con la notificación de los diferentes actos administrativos durante el proceso, pondrá en peligro el devenir de lo que se resuelva ante la pérdida de poder ejercer peticiones en el tiempo procesal oportuno durante el camino hacia la resolución final, y hasta la posible caducidad de recursos a interponerse. Situaciones evitables, sólo a través de una procuración continua del expediente administrativo, tomando conocimiento directo con la vista del mismo en las oficinas aduaneras donde tramita.


			En la actualidad, el domicilio electrónico implementado a través del Sistema de Comunicación y Notificación Electrónica Aduanera (SICNEA), conforme Resolución General AFIP 3474/13 (B.O. 10.04.2013), reformulado  por Resolución General AFIP 4966/21 (B.O.16.04.2021), abastece un mecanismo obligatorio para el universo de sujetos que actúan ante el servicio aduanero, posibilitando que frente al incumplimiento que refiere el artículo 1004 del Código Aduanero, no termine aplicándose. Atento a que aún cuando no se constituya domicilio dentro del radio urbano en los términos del artículo 1001, el servicio aduanero procederá a comunicar mediante SICNEA, actuando el sistema como domicilio constituido en el proceso. Aunque en algunas circunstancias, donde ciertos sujetos no estén registrados en tal sistema electrónico, como puede ser, el caso de un particular que debiendo realizar presentaciones ante el organismo aduanero o haber sido intimado por motivo de una infracción, (sirva de ejemplo) un viajero sometido al régimen de equipaje, si deberá cumplir con la obligación de constituir un domicilio en el radio urbano de la oficina aduanera actuante, podrá verse afectado en los términos del artículo 1004 del Código Aduanero.


			ARTÍCULO 1005. – Si el domicilio constituido resultare no existir o desapareciere, se alterare o suprimiere su numeración y no se hubiere constituido un nuevo domicilio en la forma prevista en el artículo 1001, se lo considerará automáticamente constituido en la oficina aduanera en que tramitare la actuación, en donde quedarán notificadas de pleno derecho todas las providencias o resoluciones que se dictaren, en la forma prevista en el artículo 1013, inciso g).


			Aquí se determina que, aunque se haya constituido un domicilio pero resultare inexistente o de algún modo se tornare imposible su ubicación conforme los modos que el mismo artículo menciona, se considerará constituido ante la oficina de aduana en la que se deba actuar, quedando allí plenamente establecidas todas las notificaciones. Ello guarda íntima relación con la falta de denuncia de un domicilio dentro del radio urbano. Evidentemente, para cumplir con el requisito del artículo 1001 del Código Aduanero, no basta con constituir un domicilio dentro del lugar geográfico de la oficina aduanera que interviene, sino que tal asiento exista y resulte permanente durante todo el proceso.


			Esto de ningún modo significa que no pueda verse el administrado con necesidades de modificar tal residencia en todo el proceso, circunstancia  posible, pero siempre debe tenerse presente que, para poder actuar otro sitio como constituido, deberá cumplirse con las características que exige el artículo 1001 del Código Aduanero e informada la aduana del nuevo lugar. Contrario, no surtirá impacto el cambio de domicilio constituido y se producirán los efectos que manda la Ley, teniendo a partir de tal momento, por notificados en la oficina aduanera donde tramita la actuación administrativa, como prevé el artículo 1013 inciso g) del Código Aduanero.


			ARTÍCULO 1006. – En las actuaciones en sede aduanera los plazos son perentorios.


			En todo proceso en que se debatan cuestiones legales resulta de fundamental importancia observar el transcurso del tiempo, porque a través de un lapso determinado, se podrá establecer la validez de ciertos actos alineados al deber de ser ejecutados y cumplidos dentro de un plazo preciso. Tal como ha sostenido el Dr. Jorge Clariá Olmedo (9), el “plazo consiste en el lapso que emplaza el acto dentro de él o lo desplaza después de él, imperativa o no imperativamente. El término es solamente el final del plazo”. 


			Cabe denotar que, en materia aduanera, tanto en procedimientos operativos como en aquellos que devienen de procesos administrativos, la Ley establece plazos para la realización de cualquier acción tendiente a ejercer un derecho o cumplir con una obligación. Por consiguiente, expresando la norma que los plazos son de carácter perentorio, resulta evidente que, vencidos éstos, caducará el derecho a ejercer la acción o hacer valer garantías propias que resulten posibles, como así, el dar debido cumplimiento a obligaciones que debieron ser ejecutadas dentro un tiempo oportuno precisado por la norma. 


			El resguardo por parte del administrado al fiel cumplimiento de los plazos, resulta un riguroso punto que todo operador aduanero o contribuyente debe guardar debido cuidado, con especial seguimiento, para no verse afectado en sus derechos, o situarse en mora frente a obligaciones emergentes de exigencias que resulten necesariamente objeto de cumplimentarse, en un espacio temporal previamente establecido por una norma o dispositivo legal administrativo.


			ARTÍCULO 1007. – Salvo disposición en contrario, se computan por días hábiles administrativos los plazos que no excedieren de TREINTA (30) días y, cualquiera fuere su extensión, los de carácter procesal. 


			Este artículo hace referencia a que los plazos se computan dentro de los días hábiles, salvo alguna disposición expresa en contrario y siempre que se tratare de no más de treinta días.  


			Así, la Ley prevé dos formas de considerar el espacio temporal, definiendo para cada situación presupuestos concretos, a saber:


			a) Hábiles administrativos no mayores de 30 días


			Aquí es importante aclarar que la norma establece dos presupuestos, uno que sirve para identificar el tipo de días hábiles y otro, el tope para aplicar esta regla. En cuanto a hábiles, serán así considerados en la medida que resulten de carácter administrativo, es decir, que en su caso, puede no estarse ante un día hábil a nivel nacional y sí ser hábil por dispositivo administrativo, o existir días hábiles decretados para el Poder Judicial de la Nación y no para la administración. Consecuentemente, siempre el conteo de los 30 días será sobre la base de días hábiles de índole administrativo. A su vez, el plazo para que los días sean hábiles, encuentra un coto, no exceder de 30 días. De esta forma, todo dispositivo legal que refiera a un plazo, si es de más de 30 días, serán considerados seguidos, con excepción de aquellos de carácter procesal, que a continuación señalamos.


			b) Hábiles administrativos de carácter procesal


			En cuanto a aquellos plazos que resulten de carácter procesal, la Ley fija a todos, sin ningún límite, como hábiles, recordando que hábiles siempre deben estar relacionados con los de alcance administrativo, como fuera señalado al tratar el punto anterior. A ello debe agregarse el presupuesto de carácter procesal. Respecto de este particular punto, consideramos que la Ley refiere a todo proceso administrativo en que se debata un derecho y no necesariamente limitado a los procedimientos de impugnación, repetición o para infracciones. En este sentido, todo tratamiento que resulte una cuestión administrativa, aún fuera de los procesos que reglan los artículos 1053, 1068 y 1080 del Código Aduanero resultarán hábiles. Así entonces, queda incluida toda cuestión relacionada con peticiones de los administrados, en concordancia con la Ley de Procedimientos Administrativos (10). 


			ARTÍCULO 1008. – Cuando un plazo venciere en día inhábil administrativo, se reputará que vence el primer día hábil inmediato siguiente.


			Como fuera comentado en el artículo 1007 del Código Aduanero, la Ley establece plazos hábiles administrativos, pero también seguidos, estos últimos se presentan cuando superan los 30 días y en la medida en que no detenten el carácter procesal. En este encuadre, tratándose de un plazo de días corridos, puede suceder que su vencimiento opere un día inhábil, haciendo difícil concretar la ejecución de una acción tendiente a dar cumplimiento a una obligación de hacer o derecho a ejercer, por cuanto la administración se encuentra inactiva para tales fines. En este sentido, la norma prevé que tal plazo se extiende al primer día hábil siguiente. 


			Consideramos que esta regla se ajusta razonablemente para aquellos plazos seguidos, no aplicando a los hábiles administrativos, por cuanto lógicamente nunca vencerá un día inhábil.  


			ARTÍCULO 1009. – Las presentaciones no efectuadas en el horario hábil administrativo del día en que venciere el plazo se podrán efectuar válidamente dentro de las DOS (2) primeras horas hábiles administrativas del día siguiente al de vencimiento.


			Existe en el ámbito de los procedimientos legales una prórroga de gracia, que consiste en otorgar un plazo perentorio extra al del día mismo del vencimiento, pudiendo cumplir con lo debido hasta las dos primeras horas del día hábil siguiente al del vencimiento. Esta regla advierte un beneficio y resulta razonable su aplicación, a fin de resguardar el debido proceso adjetivo de los administrados. Considerando posible dar por cumplido los alcances de una obligación o derecho que pueda estar sujeta a plazos perentorios, siempre en la medida en que se cumplimente dentro de las dos primeras horas del día siguiente hábil a su vencimiento. Así entonces, todo plazo que venza un día determinado, gozará de la extensión de un espacio temporal adicional, consistiendo en el día siguiente, pero limitado a las dos primeras horas hábiles que resulte estar activa la administración.   


			Esta regla responde a un beneficio procesal, resultando prudente su aplicación, a fin de resguardar el debido proceso adjetivo de los administrados. Conforme a ello, será posible dar por cumplido los alcances de una obligación o ejercicio de un derecho condicionados a plazos perentorios, con el recaudo de que tal cumplimiento se ejecute dentro de las dos primeras horas del día hábil  siguiente al vencimiento.


			Si bien la Dirección General de Aduanas (DGA), dependiente de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), es un organismo nacional a cargo de un funcionario (Director General de Aduanas), la Aduana se encuentra orgánicamente dividida en Regiones y Direcciones administrativas en todo el país, operando oficinas públicas en el interior bajo un Administrador, por supuesto siempre dependiendo del Director General y, en muchos casos, con horarios diferenciados entre tales dependencias. Así entonces, puede presentarse ausencia de uniformidad horaria entre Buenos Aires y el interior, o diferencias  horarias dependiendo la etapa del año calendario. Efectivamente, en diferentes momentos existieron disposiciones que establecían horarios desiguales entre una oficina aduanera y otra, como así, en etapas del año. 


			En el año 2011, la Resolución General AFIP 455/2011 (B.O.22.12.2011), dispuso horarios distintos según el ciclo del año. Consecuentemente, se fijó  para todas las dependencias de la Administración Federal de Ingresos Públicos, durante los períodos comprendidos entre el 1 de enero y el 30 de abril y el 1 de septiembre y el 31 de diciembre, un horario de atención al público de lunes a viernes de 10.00 a 18.00, y para todas las dependencias de la Administración Federal de Ingresos Públicos, durante el período comprendido entre el 1 de mayo y el 31 de agosto, el horario de atención al público de lunes a viernes de 09.00 a 17.00.


			En el año 2012, la Resolución General AFIP 338 (2012 (B.O.21.09.2012) resolvió, a partir del 1 de octubre de 2012, que en todas las dependencias de la Administración Federal de Ingresos Públicos, el horario de atención al público fuera de lunes a viernes, de 9.00 a 17.00 horas.


			En el año 2013, mediante la Resolución General AFIP 419/2013 (B.O. 30.09.2013) estableció, a partir del 1 de octubre de 2013, los siguientes horarios, diferenciando entre parte de Buenos Aires y el Interior. Así, en las dependencias con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Gran Buenos Aires la jornada de OCHO (8) horas diarias de labor del personal del Organismo sería cumplida, como regla general, sin interrupción alguna entre las 9.00 y las 17.00, habilitándose los turneros entre las 10.00 y las 16.00. Mientras, en las dependencias con asiento en el interior del país, la jornada de OCHO (8) horas diarias de labor del personal sería cumplida, como regla general, sin interrupción alguna entre las 8.00 y las 16.00, habilitándose los turneros entre las 9.00 y 15.00.


			En el año 2019, la Resolución General AFIP 438/2019 (B.O. 19.11.2019), determina un horario especial para una región aduanera. Fijando para la Dirección Regional Resistencia y sus dependencias (con excepción de las Divisiones de Fiscalización Externa e Investigación) el nuevo horario laboral y de atención al público, con vigencia a partir del día siguiente a la suscripción del presente acto. Imponiendo que, en tales dependencias, la jornada de ocho (8) horas diarias de labor del personal sería cumplida, como regla general, sin interrupción alguna, entre las 7.00 y las 15.00 horas, habilitándose los turneros entre las 7.30 y las 13.30 horas.


			Ante horarios que pueden variar, dependiendo dónde se encuentre la oficina aduanera, resulta prioritario conocer cuál ha sido fijado para cada dependencia, a fin de no verse frustrado el uso de este alivio temporal, basado en un margen horario. A pesar de ello, consideramos que toda presentación realizada por ante la Mesa General de Entradas de la Dirección General de Aduanas, en el horario hábil de esta dependencia, debe ser suficiente para conservar los derechos que puedan estar relacionados con el cumplimiento de una obligación ajustada a un plazo, aún cuando se realice dentro de las dos primeras horas del día siguiente.   


			ARTÍCULO 1010. – Las actuaciones y diligencias del procedimiento en sede aduanera deberán practicarse en días y horas hábiles administrativos.


			Al igual que en los procesos dentro del ámbito judicial, en los procesos aduaneros las presentaciones deben realizarse en los días hábiles administrativos. 


			Como fuera comentado en el artículo precedente, la Dirección General de Aduanas, siendo un organismo estatal nacional, detenta días y horarios para el ejercicio de su administración, con lo cual resulta lógica que toda presentación deba realizarse en dichos espacios temporales. 


			Durante la pandemia COVID-19, sufrida tanto en el todo el planeta como en Argentina, el Poder Ejecutivo Nacional dispuso medidas de cuarentena y aislamiento, llevando a que todas las presentaciones que pudiesen realizarse fueran introducidas por medios digitales habilitados para tales fines. De esta forma, presentaciones administrativas podían ser incorporadas a la vista de la Aduana, mediante el canal de correos habilitados para tal efecto, ejemplo de ello, la Mesa General de Entradas estableció un correo electrónico consultasigea@afip.gob.ar, lo que posibilitaba que la acción de cualquier petición pudiera gestarse en horarios diferenciados, pero esto no respondía a una modificación de días y horas, con lo cual, toda diligencia en este sentido, aun cuando pudiera haber ingresado en días y horarios inhábiles, se tendría  por presentada conforme el día y horario hábil correspondiente.   


			De todos modos, aquí deben diferenciarse aquellos actos que puedan  relacionarse con peticiones, acreditaciones posibles de cumplimentarse mediante una presentación formal por escrito, y los actos que necesariamente resulten sólo factibles en forma presencial. En este sentido, el servicio aduanero mantuvo su actividad, aun durante la pandemia, observando que las actividades concernientes a temas de procedimientos particulares se realizaron con protocolos especiales, pero respetando el presupuesto de un tratamiento presencial. Aquí nos atrevemos al deber de resaltar la labor de la Aduana, que a través de sus mujeres y hombres, ha cumplido un papel que debe ser reconocido, contribuyendo a evitar frenar una actividad esencial, como es el comercio exterior.  


			Plazos hábiles durante la pandemia


			Es importante señalar que durante una etapa fuera de lo ordinario, por efecto de la pandemia que sufriera la nación a partir de 2020, se debieron aplicar ferias administrativas de carácter extraordinario y, en tal sentido, se dictaron diferentes Decretos y Resoluciones. 


			A partir del Decreto 298/20 (B.O. 20.03.2020), se dispuso: “Suspéndese el curso de los plazos, dentro de los procedimientos administrativos regulados por la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 19.549, por el Reglamento de Procedimientos Administrativos. Decreto 1759/72 - T.O. 2017 y por otros procedimientos especiales, a partir de la publicación de este decreto y hasta el 31 de marzo de 2020, sin perjuicio de la validez de los actos cumplidos o que se cumplan”. (11) Medida que se fue prorrogando por las siguientes normas: 


			Decreto N° 327/2020 B.O. 31/3/2020;


			Decreto N° 372/2020 B.O. 14/4/2020;


			Decreto N° 410/2020 B.O. 26/4/2020;


			Decreto N° 458/2020 B.O. 11/5/2020;


			Decreto N° 494/2020 B.O. 25/5/2020;


			Decreto N° 521/2020 B.O. 08/6/2020;


			Decreto N° 577/2020 B.O. 29/6/2020;


			Decreto N° 604/2020 B.O. 18/7/2020;


			Decreto N° 642/2020 B.O. 02/8/2020;


			Decreto N° 678/2020 B.O. 16/8/2020;


			Decreto N° 715/2020 B.O. 31/8/2020;


			Decreto N° 755/2020 B.O. 20/9/2020;


			Decreto N° 794/2020 B.O. 12/10/2020;


			Decreto N° 815/2020 B.O. 26/10/2020;


			Decreto N° 876/2020 (B.O.7/11/2020), éste último extiende la suspensión del curso de los plazos dispuesta por el presente decreto, desde el 9 hasta el 29 de noviembre de 2020 inclusive, sin perjuicio de la validez de los actos cumplidos o que se cumplan. De esta forma, los plazos han quedado suspendidos en el seno de la administración, a partir del Decreto 298/20 y sus respectivas prórrogas. Por su parte, también la Corte Suprema de Justicia de la Nación dispuso la feria judicial extraordinaria mediante Acordadas 6,8,10,13,14,16,18 y 25 del año 2020 y en iguales términos, la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) estableció la feria fiscal extraordinaria, con los efectos propios de la Resolución General 1983/2005 (B.O.21.12.2005), sus modificatorias y complementarias, la que refiere a las etapas en que durante determinados períodos del año -atendiendo a las ferias judiciales que se establezcan cada año para el Poder Judicial de la Nación-, no se computan los plazos previstos en los distintos procedimientos vigentes ante este organismo, vinculados a la aplicación, percepción y fiscalización de los tributos a su cargo. 


			Resoluciones de la Administración Federal de Ingresos Públicos disponiendo feria fiscal extraordinaria durante la pandemia: 


			Nro. 4682 /20 (B.O.18.03.2020);




			Nro. 4692/20 (B.O.02.04.2020);




			Nro. 4695/20 (B.O.13.04.2020);




			Nro. 4703/20 (B.O.28.04.2020);




			Nro. 4750/20 (B.O.30.06.2020);




			Nro. 4766/20 (B.O.21.07.2020);




			Nro. 4786/20 (B.O.04.08.2020);




			Nro. 4794/20 (B.O.20.08.2020);




			Nro. 4818/20 (B.O.22.09.2020);




			Nro. 4835/20 (B.O. 15.10.2020);




			Nro. 4840/20 (B.O.28.10.2020), esta última norma fijó entre los días 26 de octubre y 8 de noviembre de 2020, ambos inclusive, un nuevo período de feria fiscal extraordinario, con el alcance de las previsiones de la Resolución General N° 1.983, sus modificatorias y complementarias. Exceptuando: a) Los procedimientos de fiscalización correspondientes a la información proporcionada a esta Administración Federal por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), así como aquella proveniente del intercambio de información, en el marco de acuerdos y convenios internacionales; b) los procedimientos de fiscalización, sumariales y de determinación de oficio, relacionados con el Régimen de Precios de Transferencia previsto en la Resolución General N° 4.717 y sus modificatorias, así como en su antecesora N° 1.122, sus modificatorias y complementarias; c) los procedimientos de fiscalización electrónica realizados en el marco de lo dispuesto por la Resolución General N° 3.416. 


			Procedimientos operativos


			La Resolución General 4726/20 (B.O.29.05.2020) determinó en forma especial, suspender los plazos de las destinaciones suspensivas de importación y exportación, durante la vigencia de la medida dispuesta por el Decreto N° 298 del 19 de marzo de 2020 y sus modificatorios. Con salvedad de los plazos correspondientes a las destinaciones suspensivas de tránsito de importación, tránsito de exportación y removido. Asimismo, suspender los plazos operativos de materia aduanera previstos en el Código Aduanero, sus normas reglamentarias y complementarias, durante la vigencia de la medida dispuesta por el Decreto N° 298 del 19 de marzo de 2020 y sus modificatorios, con excepción de: a) Los relativos al arribo de la mercadería, regulados en el Título I de la Sección III del Código Aduanero y en sus normas reglamentarias, excluidos aquellos para la justificación de faltantes y/o sobrantes; b) validez de la solicitud de exportación; c) Para el registro de la declaración de post- embarque; d) de espera para el pago de derechos de exportación; e) para informar a esta Administración Federal la entrega del envío al consignatario por parte del Prestador de Servicios Postales PSP/Courier, conforme lo dispuesto por el artículo 5° de la Resolución General N° 4.450. Pero dejo en claro que, la suspensión de plazos dispuesta en la presente resolución general, no afecta la validez de los actos cumplidos o que se cumplan, como que la suspensión dispuesta alcanza exclusivamente a aquellos plazos cuya autoridad de aplicación y/o fiscalización resulte ser la Administración Federal de Ingresos Públicos, de manera exclusiva o conjunta y, por último, delegó en la Dirección General de Aduanas, la modificación de los supuestos exceptuados de la suspensión de los plazos operativos que señala el artículo 2 y que fueran señalados precedentemente. 


			Las circunstancias denotan que los plazos administrativos fueron objeto de suspensión durante todas estas etapas en que se determinaron ferias extraordinarias. Con las excepciones que expresamente se establecían para casos particulares, como resultó en aquellos procesos que podían estar alcanzados por la aplicación de la Ley 27.541 (B.O.23.12.2019), complementada por la Ley 27.562 (B.O.26.8.2020). Recordando que esta norma estableció, entre otros puntos, moratorias impositivas, aduaneras y de seguridad social, con alcance de suspensión y extinción de causas penales aduaneras o impositivas. Aspectos que han sido tratado en el Tomo IV. 


			La situación ha llevado en algunos casos al estado de confusión, respecto de qué procesos, por sobre todos los operativos, encontraban el alcance de la suspensión. Produciendo exigencias en los administrados de multas automáticas por efecto de demoras al cumplimiento de ciertos actos. Consideramos que, en razón de la extraordinaria vivencia, surge la necesidad de un eximente de multas de este tipo. Aún ante casos en donde pueda existir una interpretación contraria, sobre si estos plazos encuentran efectos suspensivos. 


			ARTÍCULO 1011. – Cuando lo considerare necesario, el servicio aduanero podrá habilitar días y horas para cumplir alguna actuación o diligencia determinada.


			Al comentar el artículo 1009 del Código Aduanero, se ha observado que la actividad que ejerce la Aduana, como todo organismo público, detenta días y horarios para su funcionamiento. De esta forma, tales cargas temporales son  reconocidas como días y horarios hábiles, debiendo en tales espacios de tiempo, fijados por reglamentación, cumplirse con las actividades y presentaciones que puedan corresponder, sea de oficio o por peticiones de los administrados, como menciona el artículo 1010 del mismo plexo legal. Pero esto no encuentra un límite en casos en que sea necesario cumplimentar una labor atinente a su actuar en horarios o días fuera de los establecidos por la reglamentación como hábiles. Ello, atento a que la Ley otorga al servicio aduanero potestad de ejercer acciones relacionadas con su actividad fuera de estos días y horarios ordinarios pudiendo, para tal efecto, proceder a habilitar días y hasta horarios especiales.


			Tal función encuentra un marco razonable y necesario, en razón de la esencial finalidad de la Aduana, justamente el control del tráfico internacional de mercaderías y, en concordancia, con el debido cumplimiento de esta tarea fundamental para la nación toda, pueda corresponder ser importante y urgente la toma de medidas, que necesariamente deban ejecutarse en horarios o días no hábiles. Recordando que, el artículo aquí comentado, guarda también aplicación para operaciones aduaneras, teniendo una relación sustancial con los servicios extraordinarios que, a petición de parte, pueda requerirse actos de constatación, verificación, libramiento, en días y horarios fuera de los hábiles. En tales situaciones, el administrado deberá abonar una tasa denominada de servicio extraordinario, en conformidad con el artículo 773 (12) del Código Aduanero, cuyos comentarios han sido efectuados al tratar este tipo de tributo en el Tomo IV.   


			También este tipo de medidas, suele aplicarse frente a situaciones que sean ordenadas en un procedimiento especial, como puede resultar la investigación de una infracción o delito. 


			ARTÍCULO 1012. – Sin perjuicio de los actos cuya notificación estuviere expresamente prevista en los procedimientos regulados en este código, deberán ser notificados:


			a) los actos administrativos de alcance individual que tuvieren carácter definitivo y los que, sin serlo, obstaren a la prosecución de los trámites;


			b) los que resolvieren un incidente planteado o que, en alguna medida, afectaren derechos subjetivos o intereses legítimos;


			c) los que ordenaren emplazamientos, intimaciones, citaciones, vistas o traslados;


			d) los demás que la autoridad dispusiere.


			Comienza el artículo haciendo referencia a la notificación, es decir, aquello que la Aduana ha de hacer conocer al administrado. Se trata de un acto formal, por medio del cual el servicio aduanero informa una resolución determinada. Este acto es de inmensa importancia por cuanto, a partir de su consumarse, comienza a correr un plazo para el administrado, sea para cumplir con alguna exigencia determinada en materia administrativa, tributaria o infraccional y, por consiguiente, también poder ejercer su derecho legitimo de defensa. 


			Así es que, la Ley define expresamente los actos que resultan obligados de ser emplazados al administrado, no pudiendo ser ejecutados sin el previo aviso al destinatario del decisorio dispuesto. De esta forma, describe todos aquellos hechos que guardan un reconocimiento en la necesidad de garantizar el debido derecho de defensa, como resultan los actos administrativos que detenten un alcance individual de naturaleza definitivo o también, sin serlo, constituyan fundamentales para la continuación de un trámite, resultante en un expediente ajustado a un procedimiento reglado por el Código Aduanero, como refiere el artículo 1053 para impugnaciones, artículo 1068 para repeticiones, artículo 1080 para infracciones o incidencias derivadas de éstos, y también ante cualquier tramitación administrativa fuera de los procesos especiales que regula el Código Aduanero. En este sentido, reside en esta norma un presupuesto de validez del acto administrativo para ser eficaz. Complementándose con la Ley de Procedimientos Administrativos, en cuanto indica que, para que el acto administrativo de alcance particular adquiera eficacia, debe ser objeto de notificación al interesado y, el de alcance general, de publicación (13), requisito que guarda un sentido de seguridad jurídica. 


			En virtud de ello, cualquier acto administrativo tendrá efecto, una vez que sea debidamente comunicado, es decir, que a los fines de todas las acciones que pudiesen derivar, tanto en relación al administrado como al administrador, debe conjugarse con el deber de su notificación previa. En línea a ello, el Dr. Roberto Dromi (14) precisa que, “el acto administrativo carece de eficacia mientras no sea notificado al interesado, pero, en cambio, no carece de validez, explicando el destacado jurista que, “ello significa que el acto existe y se presume válido”, pero “la notificación constituye una condición jurídica para la eficacia del acto”. 


			A partir de aquí, se abre una discusión en cuanto a la decisión definitiva administrativa en aquellos procesos por infracciones y el devenir, si el efecto de interrupción de la prescripción, que enuncia el artículo 937 (15), sólo alcanza con el dictado de la resolución, o debe ser conformado con la eficacia de tal acto que le otorga la notificación.


			El 23 de septiembre de 2003, se reunieron los integrantes de la Cámara Contencioso Administrativo Federal en plenario, causa N° 6.078/97 caratulada: “Hughes Tool S.A. c/ A.N.A. (T.F.7830-A) (16), a fin de tratar este tema, observándose dos posturas, la que podemos definir como positiva en cuanto a la necesidad de la notificación para que el acto dictado interrumpa la prescripción y la negativa, en cuanto a no ser necesaria. 


			Posición positiva 


			El Dr. Bernardo Licht (17) ha sostenido que: “La notificación de los actos administrativos tiene trascendental importancia en el procedimiento administrativo (García de Enterría, E. -Fernández, T.R., Curso de derecho administrativo, t. 1, p. 541), dado que resulta fundamental para preservar la segundad jurídica (confr. Entrena Cuesta, U., Curso de derecho administrativo, Madrid, 1981,7a. ed., vol. I, p. 212), constituyéndose como un deber de información impuesto como carga a la administración en garantía de los derechos particulares (Garrido Falla, F, Régimen de impugnación de los actos administrativos, ed. Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1956, págs. 275 y ss.),vinculándose así su régimen con la garantía de la defensa en juicio, el derecho a la tutela judicial efectiva y el principio de la buena fe (González Pérez, J., Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo, Madrid, 1977, pág. 582). Ante la discusión doctrinaria habida entre quienes interpretan que la publicidad es un requisito relativo a la eficacia del acto administrativo y quienes entienden que debe ser considerada dentro del elemento forma de él -tesis que lleva a supeditar a la notificación no sólo la eficacia, sino también la validez misma del acto (confr. Cassagne Juan Carlos “Derecho Administrativo” 4° ed., Edit. Abeledo Perrot, Buenas Aires, 1994, t. II, pags.. 143 Y 144; Comadira, Julio Rodolfo “Acto Administrativo Municipal”, Edt. De Palma, Buenos Aires, 1992, p.46; Halperín, D -Ciambier, Beltrán, “La notificación en el procedimiento administrativo”, Depalma, 1989, págs. 6 y ss.), el legislador nacional, a través del art. 11 de la ley 19.549 -que estableció que “para que el acto administrativo de alcance particular adquiera eficacia debe ser objeto de notificación al interesado...”-, parece haber optado por la primera de las soluciones. Aún dentro de esta tesis, cuando la administración debe emitir un acto en determinado plazo, si bien la ausencia de notificación posterior no invalida el acto dictado en término, éste no produce efectos jurídicos -es decir, carece de eficacia- sino hasta que se concrete la comunicación al interesado. Estos principios generales -salvo norma especial que disponga lo contrario- resultan con mayor razón aplicables -en la medida de la necesidad de acentuar en ellos el principio de seguridad jurídica y la garantía de la defensa en juicio- en el marco de los procedimientos administrativos de naturaleza jurisdiccional que pueda encontrarse facultada a actuar la administración en materia comprendida dentro de lo que se ha dado en denominar derecho penal -administrativo. El art. 11 de la ley 19.549 siempre resultó de aplicación supletoria en materia aduanera, tanto de conformidad a lo establecido en el decreto 9101/71 -confr. su art. lº, inc. 6°)-, como CMI razón de lo dispuesto en la ley 11.683 (ver actualmente la norma contenida en su art. 112, cuya fuente se encuentra en el agregado que por el art. Iro. punto 22, de la ley 20.626 se efectuó al art. 110 del texto ordenado en 1968 y mod.) -en la época en que resultaba aplicable su régimen por el reenvío que estableciera el art. 8vo. del decreto 6692/63 y el Código Aduanero (art. 1017, art. 1 ro.). En todo caso -habida cuenta que aunque la Administración trabaje al límite de sus tiempos cuenta con suficientes medios idóneos para cumplir oportunamente con la notificación de sus resoluciones (ver, para el caso, los enumerados en el art. 1013 del Código Aduanero)- aún cuando se aceptase, por vía de hipótesis, que la resolución condenatoria produce los efectos suspensivos de la prescripción que nos ocupan desde la fecha de su dictado, con prescindencia de su notificación, en la medida que la Administración -cumpliendo con el deber que le impone el art. 1ro inc. e) ap. 1º de la ley de procedimientos administrativos- efectivizare su notificación dentro del plazo de los diez días que le impone el art. 40 de su Reglamentación, más ello resulta inaceptable cuando la Aduana demoró la comunicación por largos -e inexplicados- periodos; admitirlo, implica negar al administrado la preservación de su seguridad jurídica, dejándolo librado a la “buena fe” con que puedan actuar los funcionarios públicos, a quienes se facultaría a manejar a voluntad los términos prescriptivos, lo cual, por lo disvalioso, no puede ser aceptado”.


			El Dr. Pedro J. Coviello (18), acompañó este criterio y a su vez agregó que: “Sin perjuicio de compartir los fundamentos anteriores, estimo conveniente dejar sentada mi opinión respecto a los alcances que cabe asignar a la publicidad -en el caso, la notificación- del acto administrativo, esto es, si hace a su validez o eficacia. Como bien lo pusieron de relieve, a través de las citas mencionadas nuestra doctrina administrativa divide sus aguas entre quienes asumen una u otra postura sobre la cuestión. Participo del pensamiento de quienes le asignan a la publicidad la naturaleza de forma esencial del acto administrativo, porque su ausencia o defectuosa puesta en práctica no llevan a “viciar” su eficacia, sino antes bien, a incidir decisivamente sobre su propia trascendencia al mundo jurídico (arg. arts. 7°, inc. d, 9° inc. b, y 14 inc. b , última parte., de la ley 19.549; y 40 y 44 del Reglamento de Procedimientos Administrativos, dccr. 1759/72, to. 1991). Es que, jurídicamente no puede hablarse de acto administrativo en la plenitud de su esencia, en la medida que no produzca sus efectos jurídicos propios a través de la forma previamente encauzada por el ordenamiento jurídico y cuando esta forma -como es el caso de la notificación- aparece como un procedimiento insoslayable para la administración, no cabe duda, a mi entender, que allí estamos hablando de algo más que de la mera “eficacia”, sino de la entidad jurídica, es decir, su “validez” (ver Comadira, op.cit. p. 53, texto y nota 108)”. 


			Posición negativa


			En una postura contraria, los Dres. María Inés Garzón de Conte Grand, Jorge H. Damarco, Jorge E. Argento, María del C. Jeanneret de Pérez Cortés, Guillermo P. Galli, Alejandro J. Uslenghi, Luis C. Otero y Pablo O. Gallegos Fedriani (19), fundaron su voto en: “Es principio elemental de hermenéutica jurídica que cuando los términos de la ley son claros no corresponde a los jueces apartarse de sus propósitos, so pretexto de evitar las deficiencias reales o presuntas que podrían resultar de su aplicación (Fallos: 213:405), porque cuando ella no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente por los jueces con prescindencia de tesis que podrán ser objeto de consideración por el Congreso pero que son ajenas a la misión de aquellos magistrados (Fallos: 218:56). En el artículo 937 del Código Aduanero se establecen cuatro causales de interrupción de la prescripción de la acción penal: el dictado del auto de apertura a prueba del sumario, la comisión de otra infracción o de otro delito aduanero y el dictado de la resolución condenatoria en sede aduanera. En el caso traído a conocimiento del tribunal en pleno no cabe duda alguna de que el legislador ha tomado en consideración para interrumpir la prescripción aquel acto en el cual el funcionario habilitado ejerce dentro del tiempo hábil para hacerlo la facultad otorgada en el Código, condenando al imputado, sin que en el texto legal se exija, para su configuración como tal, de ningún otro acto o circunstancia. La ley de procedimientos administrativos es de aplicación supletoria lo que supone que su invocación sólo es procedente en aquellos supuestos en los cuales existe un vacío en la legislación aduanera y deba ser llamada para poder hacer efectivo el derecho al caso particular. Sin embargo, en el supuesto bajo examen ese vacío no se da pues la norma aduanera es suficientemente precisa en la enumeración del artículo 937 del Código Aduanero. Es por ello que se comparte lo sostenido por la mayoría de la Sala II del fuero en cuanto a que la fecha en que fue notificado el fallo aduanero no tiene relevancia alguna para el cómputo de la prescripción porque el Código Aduanero es categórico al establecer en el inciso d) del artículo 937, como causal de interrupción de la acción para imponer penas por infracciones aduaneras, “el dictado de la resolución condenatoria en sede aduanera (conf. 27-8-98 “Ullraoccan S.A. -T.F. 8672 A c/D.G.A.)”.


			Sin perjuicio de lo resuelto -apuntado precedentemente-, en cuanto a la postura de la ausencia de necesidad de la notificación, a los fines de la aplicación de la interrupción de la prescripción conforme artículo 937 del Código Aduanero,  como fuera ya señalado, estimamos que el acto administrativo logra ser eficaz con la notificación. Y como señala el Doctor Coviello, no tan sólo es un tema de eficacia, sino de validez. A ello, debemos agregar el presupuesto de transparencia que debe regir en todo proceso, con mayor fuerza en los administrativos. No pudiendo desvanecer derechos del administrado, como lo es el instituto de la prescripción que encuentra intima relación con la garantía del plazo razonable, por considerar suficiente su interrupción con el dictado de un acto administrativo, llevando a consentirse el poder, a favor de la administración aduanera, postergar la notificación a tiempos ampliamente posteriores sin un sentido razonable de su acontecer. Por otra parte, el presente artículo aquí comentado, exige la notificación de este acto administrativo, lo que da cuenta de que complementa el recaudo para su validación y posibilidad de surtir cualquier efecto, entre estos, el de interrupción que manda el artículo 937 del Código Aduanero.


			A mayor abundamiento, como fuera señalado al comentar el artículo 805 del Código Aduanero en el Tomo IV, el Dr. Miguel Nathan Licht (20) ha sostenido que, con arreglo a lo normado en el artículo 1012 inciso b) del C.A., la D.G.A tiene el deber de notificar el auto de apertura del sumario y que, la interrupción y la suspensión de la prescripción de las acciones penal y tributaria del fisco previstas en los art. 937 inc. a) y art. 805 inc. a) del C.A., no se producen sino a partir de dicha notificación. Ello, en tanto no puede hablarse de acto administrativo en la plenitud de su esencia, en la medida que no produzca sus efectos jurídicos propios a través de la forma previamente encauzada por el ordenamiento jurídico y, cuando esta forma -como es el caso de la notificación-, aparece como un procedimiento insoslayable para la administración, no cabe duda, a mi entender, que allí estamos hablando de algo más que de la mera eficacia, sino de la entidad jurídica, es decir, su “validez”. Asimismo, señala el Dr. Miguel Nathan Licht (21) que, dada la naturaleza administrativa del auto de que se trata, el mismo, debe observar rigurosamente los requisitos de los artículos 7 y 11 de la Ley 19.549 ya que, cuando se trata de actos de significativa trascendencia jurídica, debe admitirse el control por parte del administrado, pues, de lo contrario, se consagraría la posibilidad de subvertir el plazo de prescripción por el legislador y dejarlo a merced de los funcionarios administrativos. 


			Por último, confiamos en que este criterio, todavía diferenciado, debe ser revertido en el seno de la justicia, tanto del Tribunal Fiscal como en el Poder Judicial. Máxime, teniendo en cuenta, que en la actualidad frente a los métodos de notificación electrónica, instituido por el denominado -en orden a sus siglas-SICNEA (22), resulta inadmisible cualquier exculpación de la administración para fundar la presencia de un espacio excesivo de tiempo entre el dictado del acto administrativo y su notificación. 


			ARTÍCULO 1013. – Los actos enumerados en el artículo 1012 como así también aquellos cuya notificación se dispusiere en los procedimientos regulados en este código, deberán ser notificados por alguno de los siguientes medios:


			a) en forma personal, dejándose constancia en las actuaciones mediante acta firmada por el interesado, en la cual se indicarán sus datos de identidad;


			b) por presentación espontánea del interesado, de la que resultare su conocimiento del acto respectivo;


			c) por cédula, que se diligenciará en la forma prevista en los artículos 1014 y 1015;


			d) por alguno de los medios electrónicos que determinare la reglamentación;


			e) por telegrama colacionado o bien copiado o certificado con aviso de entrega;


			f) por oficio despachado como certificado expreso con aviso de recepción. En este caso, el oficio y los documentos anexos deberán exhibirse antes del despacho en sobre abierto al agente postal habilitado, quien lo sellará juntamente con las copias que se agregarán a la actuación;


			g) por otro medio postal que permitiere acreditar la recepción de la comunicación del acto de que se tratare;


			h) en forma automática, los días martes y viernes, o el día siguiente hábil si alguno de ellos fuere feriado, para aquellos cuyo domicilio hubiere quedado constituido en una oficina aduanera en virtud de lo dispuesto por los artículos 1004 y 1005. A tales efectos, el servicio aduanero facilitará la concurrencia de los interesados .a dicha oficina así como la exhibición de las actuaciones de que se tratare en los días indicados;


			i) por edicto a publicarse por un (1) día en el Boletín Oficial, cuando se tratare de personas inciertas o cuyo domicilio se ignorare;


			j) por aviso a publicarse por un (1) día en el Boletín de la repartición aduanera cuando se tratare de notificar a los administrados que se encuentran a su disposición los importes que les correspondieren percibir en concepto de estímulos a la exportación. (Artículo sustituido por art. 253 de la Ley N° 27430 B.O. 29/12/2017. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial)


			EL artículo en cuestión, define los medios por los cuales el servicio aduanero podrá valerse para hacer conocer una resolución, a través del acto de notificación correspondiente. Así, se enumeran las formas que la Ley autoriza para poder ejecutar el acto de comunicación al administrado, definiendo entre estos, diversas modalidades posibles.


			a) En forma personal, dejándose constancia en las actuaciones mediante acta firmada por el interesado, en la cual se indicarán sus datos de identidad. El medio personal implica la forma más transparente, porque es el propio interesado quien recibe la noticia de un acto en forma directa. No existiendo necesidad de una acción tendiente a procurar trasladar tal comunicación mediante un elemento intermedio. Para este caso, el sujeto debe presentarse personalmente y recibir la comunicación en forma expresa. Tal proceder no necesariamente debe obligar a la parte a presentarse, sino que puede llegar a cumplirse a través de un representante con acreditación suficiente para proceder en igual sentido, siendo suficiente para tener por valida constituir una notificación personal, en la medida en que tal mandatario lo haga personalmente ante la autoridad administrativa.


			b) Por presentación espontánea del interesado, de la que resultare su conocimiento del acto respectivo.


			En línea a la forma precedentemente indicada, el interesado puede darse por notificado mediante presentación espontanea, realizando una intervención suficiente ante la administración y a partir de ella, se concebirá conocida por el sujeto. 


			c) Por cédula, que se diligenciará en la forma prevista en los artículos 1014 y 1015.


			La cedula es un documento hábil para comunicar al administrado. Podemos considerar que resulta un medio supletorio frente a la no notificación personal. Tal sistema debe cumplir recaudos, el primero de ellos es que debe presentarse en el domicilio del interesado, correspondiéndose  con el denunciado por el sujeto al momento de registrarse ante el servicio aduanero en su carácter de operador, o al constituido en instancia de dar origen al expediente en curso y, por supuesto, con más los requisitos que determina el artículo 1014 y 1015 del Código Aduanero. 


			d) Por alguno de los medios electrónicos que determinare la reglamentación.


			Recordemos que desde el año 2013, mediante la Resolución General AFIP 3474/13 (B.O.10.04.2013), se instauró un sistema electrónico de notificaciones, denominado por sus siglas como SICNEA (Sistema de Comunicación y Notificación Electrónica Aduanera), comentarios que trasladamos a los realizados en el artículo 1001 del Código Aduanero.


			e) Por telegrama colacionado o bien copiado o certificado con aviso de entrega.


			El sistema de mensajes por correo resulta también una forma hábil para proceder a comunicar. En estos casos, se deberá observar aquellos medios postales habilitados para que pueda detentar una constancia de recepción, a fin de garantizar el debido cumplimiento del emplazamiento, con su consecuente constancia de la fecha en que fue objeto de recepción.


			f) Por oficio despachado como certificado expreso con aviso de recepción. En este caso, el oficio y los documentos anexos deberán exhibirse antes del despacho en sobre abierto al agente postal habilitado, quien lo sellará juntamente con las copias que se agregarán a la actuación.


			Siendo el oficio un documento propio de carácter legal emanado de autoridad, reviste un modo de emplazar alguna cuestión relativa al proceso. Pero a fin de ser válida tal notificación, deberá atender a las exigencias que la propia Ley establece para su cumplimiento. Convalidando para ello la agregación de los documentos que puedan ser parte necesaria de la información al destinatario, actuando para tal efecto, el propio oficial notificador o el agente postal.


			g) Por otro medio postal que permitiere acreditar la recepción de la comunicación del acto de que se tratare.


			Aquí la Ley habilita otros medios postales, siempre que tengan la funcionalidad de poder probar la recepción de tal información que se pretende trasladar al sujeto destinatario de tal emplazamiento. El artículo 144 del Código Procesal Civil y Comercial establece que, cuando se notifique mediante telegrama o carta documento certificada con aviso de recepción, la fecha de notificación será la de la constancia de la entrega al destinatario. Asimismo, quien suscriba la notificación deberá agregar a las actuaciones copia de la pieza impuesta y la constancia de entrega ( conforme reforma Ley 25.488 (B.O. 22,11.2001).


			h) En forma automática, los días martes y viernes, o el día siguiente hábil si alguno de ellos fuere feriado, para aquellos cuyo domicilio hubiere quedado constituido en una oficina aduanera en virtud de lo dispuesto por los artículos 1004 y 1005. A tales efectos, el servicio aduanero facilitará la concurrencia de los interesados .a dicha oficina así como la exhibición de las actuaciones de que se tratare en los días indicados.


			Como fuera señalado al tratar los artículos 1004 y 1005 del Código Aduanero, quienes no cumplan con el requisito de denunciar un domicilio dentro del radio urbano de la oficina aduanera en donde trámite el expediente, se lo tendrá por notificado de las diferentes disposiciones y providencias que se dicten en el proceso administrativo directamente sin necesidad de producir otro medio de notificación. Para estos casos, la Ley establece que habrá dos días en la semana que actuarán como fecha de notificación automática, fijando para tal cometido los días martes y viernes o, en el caso de ser estos inhábiles, pasará al próximo día siguiente hábil. En orden a ello, en tales días deberá ponerse a la vista del administrado el expediente ante su presentación en las oficinas aduaneras donde tramite las correspondientes actuaciones.


			i) Por edicto a publicarse por un (1) día en el Boletín Oficial, cuando se tratare de personas inciertas o cuyo domicilio se ignorare.


			Esta modalidad procede en casos de personas inciertas o cuyo domicilio se ignore y exista la necesidad de cumplirse con un emplazamiento. Así entonces, se optará por la vía de la publicación en un medio, a fin de exteriorizar la notificación. La ley aquí indica que debe ser el Boletín Oficial. El Código Procesal Civil y Comercial señala que, los edictos contendrán, en forma sintética, las mismas enunciaciones de las cédulas, con transcripción sumaria de la resolución. Asimismo, la resolución se tendrá por notificada al día siguiente de la última publicación (23). Considerando que tales premisas deben también debidamente cumplimentarse.


			j) Por aviso a publicarse por un (1) día en el Boletín de la repartición aduanera cuando se tratare de notificar a los administrados que se encuentran a su disposición los importes que les correspondieren percibir en concepto de estímulos a la exportación.


			En particular se establece aquí una forma de notificación por publicación en el Boletín de repartición aduanera, para aquellos casos donde tenga por destino comunicar la disponibilidad de fondos en concepto de estímulos de exportación a ser percibidos por los administrados. Consideramos  que tal esquema de emplazamiento, sólo es posible frente a la ausencia de conocimiento del domicilio del sujeto acreedor de tal percepción. En su defecto, deberá ser por cédula o mediante el sistema electrónico SICNEA vigente en la actualidad. 


			Es importante destacar que el acto de la notificación resulta un paso trascendente, en virtud de los efectos que produce en el administrado. De este modo, es relevante que se cumpla con todos los recaudos que exige la norma, de lo contrario, pondrá en peligro el derecho del sujeto que no obtendrá conocimiento fehaciente de aquello buscado comunicar y con ello, se cercenaría la garantía al debido proceso adjetivo, ante la imposibilidad del administrado de poder ejercer las acciones correspondientes en orden a su defensa.


			 Consecuentemente, si el acto de notificación no reúne los recaudos que establece la Ley, impidiendo dar por cumplida la finalidad propia que pretende el emplazamiento, será nulo. El Dr. Roberto Dromi (24) precisa que, “la notificación no debe ser imprecisa ni ambigua, para no violar la garantía que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional”. Por su parte el Dr. Tomás Hutchinson (25), destaca que, “por su naturaleza jurídica, la notificación es un elemento que no forma parte del acto, sino que le sigue, es posterior a la perfección de él… La notificación es, por lo tanto, un acto nuevo, y su función es doble: a) constituye una condición jurídica para la eficacia de los actos administrativos no normativos; b) actúa como presupuesto para que transcurran los plazos de impugnación del acto notificado”.


			El artículo 147 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que, “será nula la notificación que se hiciere en contravención a lo dispuesto en los artículos anteriores, siempre que la irregularidad fuere grave e impidiere al interesado cumplir oportunamente los actos procesales vinculados a la resolución que se notifica. Cuando del expediente resultare que la parte ha tenido conocimiento de la resolución, la notificación surtirá sus efectos desde entonces”. 


			ARTÍCULO 1014. – Si la notificación se hiciere por cédula en el domicilio, el funcionario o empleado encargado de practicarla dejará al interesado copia de la cédula, haciendo constar, con su firma, el día y la hora de la entrega. El original se agregará al expediente con nota de lo actuado, lugar, día y hora de la diligencia, suscripta por el notificador y el interesado, salvo que éste se negare o no pudiere firmar, de lo cual se dejará constancia.


			Conforme lo determina el artículo de referencia, al comunicarse a alguien mediante una cédula de notificación, el funcionario encargado de llevar ese instrumento ante quien será emplazado, dejará constancia en una copia de la misma cédula, de todos los datos que el mismo artículo detalla. 


			El acto de emplazamiento es un procedimiento administrativo de inmenso valor, atento a que moviliza derechos u obligaciones en cabeza del contribuyente y por consiguiente, éste debe guardar el cumplimiento de todos los recaudos que la normativa establece para el alcance de su objetivo, cuál es, justamente dar a conocer en forma fehaciente al administrado de una situación particular que emana de la administración. 


			En este encuadre, toda notificación debe reunir presupuestos que la Ley fija, entre estos:


			Domicilio: Debe efectuarse en el lugar que haya sido fijado por el administrado para el cumplimiento de estas comunicaciones, sea el registrado al momento de incorporarse ante el servicio aduanero como un sujeto hábil para actuar en carácter de Importador/Exportador. Despachante de Aduanas, Agente de Transporte, Transportista, Depositario o Permisionario, etc. O también puede ser el constituido al inicio de un procedimiento, conforme manda el artículo 1001 del Código Aduanero.  


			Firma del funcionario: Siendo un acto administrativo que corresponde ser fielmente cumplimentado, el notificador deberá suscribir el acta que da cuenta de la comunicación con todos los cuidados que exige la Ley para dar validez al acto y los efectos propios de tal emplazamiento. Indicando con claridad el día y la hora en que se ha practicado. 


			Copia para el administrado: Toda notificación implica el deber de la administración de trasladar en forma total lo que se pretenda comunicar. En este encuadre, se deberá dejar una copia integra de la cédula, conjuntamente con los documentos que pueda enunciar el acto de anoticiado. El cual deberá contar con la firma del funcionario actuante en el emplazamiento.


			Firma de sujeto notificado: El receptor de la comunicación procederá a suscribir el acta que responde a la notificación delante del funcionario actuante. Debiendo ser aclarada y dejando expresa constancia de haber recibido la misma, indicándose el día y hora. Tal recaudo no necesariamente resulta obligatorio, dado que puede el administrado poder negarse a firmar. Sin perjuicio de ello, de suceder esto, el notificador deberá dejar expresa constancia en su acta.


			ARTÍCULO 1015. – Cuando el notificador no encontrare a la persona a quien debiere notificar, entregará la cédula a otra persona de la casa, departamento u oficina o al encargado del edificio y procederá en la forma dispuesta en el artículo 1014. Si no pudiere entregarla, la fijará en la puerta de acceso correspondiente a esos lugares.


			En el caso de que no se hallara presente quien debe ser notificado, el artículo precisa el modo en que la notificación por cédula debe llevarse a cabo. Determinando que es requisito proceder a fijar en la puerta de acceso del lugar correspondiente al domicilio del administrado. A tal presupuesto, debe adicionarse los recaudos que señala el artículo 1014 del Código Aduanero, en lo que refiere a cumplirse en el domicilio correcto, denunciado por el administrado, detallando el día y hora de efectuado tal acto, arrimando copia de la cédula, conjuntamente con aquellas piezas que son parte del emplazamiento y firma del funcionario que actúa como oficial notificador. 


			Así entonces, la Ley posibilita que la ausencia de la persona no sea una causal que impida dar ejecución a una notificación. Siempre y cuando se cumplimente con la debida observancia de los recaudos exigidos por la norma. 


			ARTÍCULO 1016. – Los informes periciales se encomendarán a funcionarios u organismos oficiales. Cuando no existieren funcionarios u organismos oficiales especializados en las cuestiones respecto de las cuales se requiriere dictamen, la designación de perito se sujetará a lo siguiente:


			a) si la profesión estuviere reglamentada, los peritos deberán poseer título habilitante en la ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada a que pertenezcan las cuestiones acerca de las cuales debieren expedirse;


			b) si la profesión no estuviere reglamentada o cuando no hubiere peritos en el lugar en que se sustanciaren las actuaciones, podrá ser nombrada cualquier persona idónea, aun cuando careciere de título.


			Aquí se hace mención a los informes que deben presentar los peritos, en el caso de que los haya y fuera necesaria la intervención específica de alguno, a fin de tener mayor precisión sobre cuestiones técnicas. Ha de notarse que el Código dispone como prioritarios a los peritos propios de la administración pública, al referirse a funcionarios u organismos oficiales, recurriéndose a otros especialistas cuando no los hubiere en la administración pública. 


			Lo curioso es que no se menciona la posibilidad de proponer peritos por parte de la parte interesada, pero bien puede interpretarse que, por aplicación supletoria de las normas del Código Procesal Penal para aquellos casos en que se tratan infracciones o para otros temas, y como señala la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos (26), el administrador tiene derecho a contar con perito de parte para controlar dicha prueba, de lo contrario, equivaldría a una violación del ejercicio de defensa y del debido proceso, sin perjuicio de que deba ser a su costa.    


			ARTÍCULO 1017. – 1. Las disposiciones de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos se aplicarán supletoriamente en los procedimientos que se cumplieren ante el servicio aduanero.


			2. Cuando se tratare de los procedimientos por infracciones y por delitos aduaneros, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos en lo Criminal de la Justicia Federal y los Tribunales de la Capital y Territorios Nacionales, las que prevalecerán sobre las indicadas en el apartado 1.


			Si bien el mismo Código Aduanero dispone sobre los procedimientos en los temas específicos de su materia, resultan de aplicación supletoria las disposiciones de la Ley de Procedimientos Administrativos y el Código Procesal Penal de la Nación, según la cuestión de que se trate, y siempre que no esté específicamente regulado en el propio Código Aduanero. Advertimos que también se aplicarán en forma supletoria las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, atento a que así lo fija del Decreto 1759/1972 (B.O.27.4.1972), norma reglamentaria de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos (27). 


			Cabe hacer una consideración aparte en lo que respecta al tratamiento del procedimiento para las infracciones, y es que se trata de un proceso en el que, si bien no se aplican penas privativas de la libertad, no deja de tener un carácter punitivo. Por ello es que, a pesar de tratarse de un procedimiento administrativo, no debe prescindirse de criterios valiosos e impostergables en materia penal, pues se corre el riesgo de violar derechos y garantías de índole constitucional. 
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			JURISPRUDENCIA


			DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS PROCEDIMIENTOS ANTE EL SERVICIO ADUANERO


			Los fallos transcriptos a continuación tienen incorporado, en diferentes partes, títulos referenciales para una mejor guía de los temas tratados por los jueces. 


			Voces


			NOTIFICACIÓN – DOMICILIO CONSTITUIDO – SICNEA – NULIDAD – PROCEDIMIENTO -RES.GRAL. AFIP 4816/2020 – LEY 27.541 - LEY 27.562.


			Tribunal  y causa


			TRIBUNAL FISCAL DE LA NACIÓN - Causa EX-2021-10847936-APN-SGASAD#TFN (ROVAFARM ARGENTINA S.A).


			Decisión Resolutoria


			-Fallo 22 de diciembre de 2020-


			En Buenos reunidos los Vocales miembros de la Sala “E”, Dres. Cora M. Musso, Héctor H. Juárez y Juan Manuel Soria, con la presidencia de la Sra. Vocal nombrada en primer término, a fin de resolver en el EX-2021-10847936-APN-SGASAD#TFN (ROVAFARM ARGENTINA S.A)


			La Dra. Cora M. Musso dijo:


			I.- Que la firma recurrente, por apoderado, con fecha 22/12/2020, interpone el recurso de apelación que originara la causa contra la Resolución Nº 064/2020 dictada por el señor Jefe de la División Aduana de Paso de los Libres en el Sumario SC42-N°223/2019/5, - al que se encuentran acumulados los expedientes SIGEA Nº 12311-1290-2014, 12311-1288-2014, 12311-1293-2014, 12311-1292-2014, 12311-657-2014, 17418-275-2016 y 12311-1294-2014-, por la que se le imputa la comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y se le exige el pago de una multa cuyo importe asciende a la suma de $34.657,64, por el incumplimiento de lo normado en el art. 15 del Decreto 1330/04. En primer lugar plantea la nulidad de la notificación realizada por la Aduana al domicilio de la empresa, por cuánto se constituyó domicilio procesal en las actuaciones administrativas y señala que toma como fecha de notificación el día 21 de diciembre que fue cuando tomó conocimiento de la existencia de la misma. Relata que mediante las destinaciones de importación temporaria nº 13 042IT15000143A, 13042IT15000140U, 14042IT15000003T, 13042IT15000145C, 13042IT15000113U, 14042IT15000034A y 14042IT15000006 W, Rovafarm documentó la exportación de mercadería fabricada localmente, utilizando, insumos importados al amparo del régimen de destinación suspensiva para perfeccionamiento industrial, siendo que el proceso se encontraba autorizado y verificado mediante el CTIT Nº 3123/2008 y la descripción del producto coincidía documental y físicamente con el producto que se estaba exportando. Indica que el producto exportado hace varios años que se venía fabricando y exportando sin que la aduana de registro manifestara alguna objeción y que el CTIT de aplicación fue emitido en el año 2008 por una validez de 10 años por lo que se encontraba vigente hasta la emisión del nuevo CTIT. Refiere al modo en que se han documentado los DITs en trato y las pertinentes descargas. Manifiesta que la infracción imputada, se encuentra tipificada en el artículo 972 del CA y que para que se configure la misma, es necesario que el importador no cumpla con las obligaciones asumidas a consecuencia del régimen temporal autorizado, cuestión que no puede ser endilgada en el caso por haber dado cumplimiento a las obligaciones asumidas, en el marco de lo previsto en el apartado 1º del artículo 902 del CA. Sostiene que en el caso, no se configuró la acción típica, antijurídica, culpable prevista en el artículo 972 del CA, al haberse reexportado la totalidad de la mercadería e informado previamente a la aduana sobre la cancelación. Formula reserva del Caso Federal, ofrece prueba y solicita que oportunamente se dicte sentencia revocando la Resolución de la aduana de Paso de los Libres, con costas.


			II.- Que el fisco nacional contesta el traslado conferido. Solicita que se rechace totalmente la apelación deducida con expresa imposición de costas. Refiere a las actuaciones administrativas que dieran origen a la causa, señalando que en las mismas el servicio aduanero observó que la Posición Arancelaria declarada en los Permisos de Embarque asociados a las importaciones temporarias en cuestión (NCM 3913.90.60) no surgía del CTIT N.º 03123/2008 (el cual refería al Insumo NCM 0510.00.90 – Producto NCM 3913.90.90), incumpliéndose así con el art. 15 del Decreto 1330/04 (PEN). Niega todos y cada uno de los hechos y el derecho invocados por la contraria que no sean objeto de su expreso reconocimiento o surjan de las actuaciones administrativas que acompaña. Plantea la excepción de cosa juzgada. señalando que tal y como surge de las constancias de autos, la imputada se ha notificado de la resolución que aquí apela, con fecha 08 de junio de 2020, mediante SICNEA  20042NOTI006872W, en cuyo ESTADO figura claramente “NOTIFICADO” y en FECHA/HORA figura “08/06/2020 15:44:32”, motivo por el cual arguye que tratándose de una notificación válida se encuentra excesivamente vencido el plazo que poseía la encartada a los fines de interponer el recurso de apelación que ahora extemporáneamente intenta. Aduce que conforme lo establecido en el art. 1133 del CA, el plazo para interponer la apelación de las resoluciones definitivas del administrador, es de quince días contados a partir de la notificación de la resolución y sostiene que dado que la resolución apelada fue debidamente notificada el 08/06/2020 y la actora interpuso el recurso de apelación ante Tribunal Fiscal de la Nación el 22/12/2020 la resolución se encuentra firme y ha pasado en autoridad de cosa juzgada. Advierte que si bien al momento de la aludida notificación se encontraba en curso la “Feria Extraordinaria por Emergencia Sanitaria COVID-19” (dispuesta por RESOL-2020-13-APN-TFN#MEC y sus prorrogas) esta fue levantada a partir del 10 de agosto de 2020 (mediante RESOL-2020-30-APN-TFN#MEC), por lo cual la aquí actora contaba con hasta el día 1/09/2020 para interponer el recurso que ahora intenta. Consecuentemente solicita que se resuelva como de previo y especial pronunciamiento la excepción planteada, y en virtud de ello se rechace con costas el recurso interpuesto extemporáneamente por la contraria, encontrándose la Resolución N° 64/2020 (AD PASO) firme y pasada en autoridad de cosa juzgada, invocando que lo contrario, comportaría un grave menoscabo a la noción de seguridad jurídica. Rechaza el planteo de nulidad de la notificación efectuado por la actora y sostiene que el único fundamento que se esgrime al respecto es que “se constituyó domicilio procesal en las actuaciones administrativas”. Funda su rechazo señalando que la imputada desconoce la validez de la notificación efectuada mediante SICNEA 20042NOTI006872W, dirigida a la CUIT de su firma ROVAFARM ARGENTINA S.A. (30504818825), pero al mismo tiempo ha reconocido la validez y contestó cada una de las notificaciones efectuadas en las Actuaciones Administrativas dirigidas a esa misma dirección (CUIT de la firma mediante el sistema a SICNEA), enumerando cada una de ellas. Entiende que por lo expuesto pretender la nulidad de una notificación que ha llegado a destino y que ha cumplido con su finalidad, sin perjudicar de ninguna manera el derecho de defensa de la contraria, importa pretender una nulidad por la nulidad misma. Desestima el argumento de la recurrente en cuanto sostiene que “el día 21 de diciembre tomamos conocimiento de la existencia de la misma” indicando que contrariamente a ello lo cierto es que la Resolución fue efectivamente “NOTIFICADA”. Alude a lo resuelto en la causa “SKF ARGENTINA SA C/ DGA S/ APELACION” TF 40055-A y refiere a lo establecido por el art. 1050 del C.A., en virtud del cual “No se podrá declarar la nulidad de un acto de procedimiento si el mismo, no obstante su irregularidad, hubiere logrado la finalidad a que estaba destinado” y al art 1051 del CA. Sostiene que teniendo claro que la actora tomó perfectamente conocimiento del SICNEA N.º 20042NOTI006872W con fecha 08 de junio de 2020, debió haber alegado la nulidad que ahora pretende dentro del plazo de 5 días. Expresa que en el caso se trata de un instrumento público que ha cumplido con las formalidades previstas por la ley, y corresponde que se declare que dicho acto de notificación es válido en virtud de haber sido llevado adelante por un funcionario público en ejercicio de sus funciones y en los marcos legalmente estipulados, siendo que su validez sólo puede ser rebatida por medio de la acción que se conoce como redargución de falsedad –art. 395 C.P.C.C.N. Subsidiariamente contesta los agravios esgrimidos respecto de la infracción imputada. Finalmente aduce que no habiéndose cumplido con los requisitos formales requeridos por el régimen (aquellos que refieren a su cancelación, la cual se acredita con la imputación específica del CTC, debiendo coincidir la posición arancelaria que corresponde a la operación) y no habiéndose aportado elemento alguno que avale lo manifestado por la imputada, se ha configurado el tipo infraccional previsto y sancionado por el art. 972 del Código Aduanero. Cita doctrina y jurisprudencia, ofrece como prueba las act. adm. del caso, formula reserva del Caso Federal y solicita que se tenga por interpuesta la excepción de cosa juzgada, y se la resuelva como de previo y especial pronunciamiento o en su caso oportunamente, se dicte sentencia rechazando la apelación interpuesta por la contraria, con expresa imposición de costas.


			III.- Que con fecha 15/04/2021 se tiene por contestado el recurso de apelación y se corre vista a la actora de las actuaciones administrativas relativas a la causa que han sido acompañadas en forma digitalizada. Posteriormente la recurrente contesta el planteo de cosa juzgada efectuado por el fisco nacional y el día 07/05/2021 se declaran como de previo y especial pronunciamiento los planteos de nulidad y cosa juzgada formulados por la actora y el fisco respectivamente. Finalmente con fecha 18/05/2021 se elevan los autos a la Sala “E” y se los pasa a sentencia.


			IV.- Que las actuaciones administrativas Sumario SC42-N°223/2019/5 digitalizadas, se inician con el SIGEA Nº 12311-1290-2014 originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 13 042 IT15 000143 A a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agregan luego copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 180/18 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato, en la que se informa: “considerando la diferencia en la mercadería exportada en los Permisos de Embarque asociados a la DIT 130421T15000143A con los autorizados mediante Certificado de Tipificación Temporaria (CTIT) N 03123/2008, lo que da lugar también a diferencias en los Reintegros a la Exportación que le correspondería percibir, es opinión de esta área, salvo mas elevado criterio, que correspondería remitir todo lo actuado a la Sección Inspección Simultanea para que por esa se determine la multa y tributos a aplicar a la totalidad de la mercadería de la DIT 130421T15000143A en supuesta infracción al art. 250 del Código Aduanero, previsto y penalizado por la Ley 22415. al no mantener la relación insumo-producto autorizada”. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA. Con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc. c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 14/08/2019 (ver fs. 26). Posteriormente se glosan las actuaciones: 1) SIGEA Nº 12311-1288-2014 originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 13 042 IT15 000140 U a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agregan copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 178/18 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc. c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 14/08/2019 (ver fs. 51). 2) SIGEA Nº 12311-1293-2014 originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 14 042 IT15 000003 T a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agregan luego copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 48/19 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 14/08/2019 (ver fs. 78). 3) SIGEA Nº 12311-1292-2014, originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 13 042 IT15 000145 C a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agregan luego copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 182/18 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc. c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 14/08/2019 (ver fs. 102). 4) SIGEA Nº 12311-657-2014, originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 13 042 IT15 000113 U a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agrega luego una copia de la CONSTANCIA SICNEA en la que se informa que “Con relación a las presentaciones informando la cancelación y solicitando la liberación de la garantías de las DIT 13421T15000110R / 111S / 112T / 113U / 118C, se observó que la posición arancelaria con la que se declara el producto exportado, no se encuentra en el certificado de tipificación temporaria (CTIT N° 312312008). Por lo que se le solicita en el plazo de 5 (cinco) días informe o justifique el motivo”, notificada al domicilio de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) con fecha 12/09/2014 (ver fs. 117). Se agrega luego un mail del despachante de aduana, copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 41/19 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc. c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 14/08/2019 (ver fs. 134). 5) SIGEA Nº 17418-275-2016, originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 14 042 T15 000034 A a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agregan luego copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 136/19 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc. c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA  al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 15/08/2019 (ver fs. 164). 6) SIGEA Nº 12311-1294-2014, originado en la Multinota presentada por el despachante de aduana de la recurrente por la que solicita la cancelación y liberación de la garantía emitida con relación al DIT 14 042 IT15 000006 W a la que se adjunta documentación relativa a la operación. Se agregan luego copias de una serie de Notas referidas a destinaciones documentadas por la recurrente y posteriormente se emite la Nota 49/19 (EX ANTE) con relación a la DIT en trato. Se practica la liquidación de la multa por la presunta comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y con fecha 15/07/2019 se dispone instruir sumario en los términos de lo normado en el art 1090 inc. c) del CA y correr vista de todo lo actuado, obrando la notificación SICNEA al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 15/08/2019 (ver fs. 191). Finalmente se agrega la Actuación 19144-9834-2019 originada en la contestación de la vista efectuada por la importadora en la que constituye domicilio y solicita la acumulación de las act. adm. SIGEA 12311-1290-2014, 12311-1288-2014, 12311-1293-2014, 12311-1292-2014, 12311-657-2014, 17418-275-2016 y 12311-1294-2014, que se tiene por presentada el 12/02/2020, por constituido el domicilio en el lugar indicado, y se hace lugar a la acumulación peticionada, obrando la notificación SICNEA de lo dispuesto el día 12/02/2020 dirigida al domicilio de la importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) notificada el 17/02/2020. El 19/02/2020 se pasan los autos a Dictamen, que se emite bajo el Nro. 31/2020 (AD PASO) en el mes de abril 2020 y posteriormente el día 08 de junio de 2020 se dicta la resolución apelada en la causa, obrando luego la notificación SICNEA de la mencionada resolución dirigida al CUIT de la firma importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) de fecha 08/06/2020 (ver fs. 206).


			Nulidad de la notificación - Error en la notificación al haber el apoderado de la firma constituido expresamente un domicilio procesal en las actuaciones al momento de realizar su descargo


			V.- Que corresponde resolver las excepciones de nulidad y cosa juzgada planteadas por la actora y la representación fiscal, respectivamente.


			Que en primer lugar cabe analizar el planteo de nulidad de la notificación de la Resolución Nº 064/2020 formulado por la recurrente, por haber sido dirigida al domicilio electrónico de la empresa ROVAFARM ARGENTINA SA y no al constituido en las actuaciones administrativas. Que debe señalarse que la recurrente no controvierte el sistema por el cual se realizó la mencionada notificación, sino que cuestiona que la misma no haya sido dirigida al domicilio constituido en los expedientes administrativos involucrados en la causa. Que del análisis de las referidas act. adm. resulta que en cada uno de los expedientes acumulados el servicio aduanero al momento de instruir los respectivos sumarios dispuso: “CORRASE VISTA de todo lo actuado en los términos del art. 1101, ss y ates del Cód. Aduanero ley 22.415 y sus modificatorias a la Firma Ravafarm Argentina S.A... para que, en el perentorio plazo de (10) diez días hábiles administrativos, más los que correspondan por razón de distancia, en términos del art.1.035 del CA., comparezcan a estar a derecho, evacúen su defensa y ofrezcan las pruebas de que intenten valerse, bajo apercibimiento de ser declarados rebeldes (Art. 1101 y 1105 del Código Aduanero), imputándoseles la infracción prevista y penada 972 del Código Aduanero, ley 22.415 ... En la oportunidad indicada deberán constituír domicilio en el radio urbano de esta aduana, bajo apercibimiento de tenerlo por constituido en el asiento de esta Oficina Aduanera, donde quedarán notificadas de pleno derecho todas las providencias y resoluciones que se dictaren (Art. 1001,1002 y 1013 del CA)”. Que dicho auto fue debidamente notificado (por SICNEA) al domicilio de la importadora (30504818825 - ROVAFARM ARGENTINA SA) y posteriormente, dentro del plazo estipulado, la aquí recurrente mediante la Actuación 19144-9834-2019, por apoderado contestó la vista conferida, constituyendo domicilio legal SICNEA en el CUIT 20-23967656-2, que la Aduana con fecha 12/02/2020 tuvo por constituido el domicilio en el lugar indicado (ver fs. 197 de las act. adm.). Que el Código Aduanero en el art 1001 establece que: “ Toda persona que compareciere ante el servicio aduanero deberá, en su primera presentación, constituir domicilio dentro del radio urbano en que la oficina aduanera respectiva tuviere su asiento o bien mediante alguno de los medios electrónicos que estableciere la reglamentación” y en el art 1003 se dispone que: “Siempre que el interesado no hubiere constituido domicilio, el registrado ante el servicio aduanero, que estuviere ubicado fuera del radio urbano de la oficina aduanera en que tramitare la actuación, será considerado como domicilio constituido al solo efecto de practicar la primera notificación. En ella se le advertirá que debe constituir domicilio en la forma prescripta en el artículo 1001 dentro del plazo de DIEZ (10) días, bajo apercibimiento de lo previsto en el artículo 1004”. Que mediante la Resolución General AFIP N° 3474/2013, modificada por la RG AFIP Nº 4966/2021 (BO 16/04/2021), se implementó el Sistema de Comunicación y Notificación Electrónica Aduanera (SICNEA) y al momento de los hechos establecía, en el art 4 “Las notificaciones que deban realizarse en los procedimientos de impugnación, de repetición, por infracciones, de ejecución en sede administrativa y relativos a las sanciones disciplinarias (apercibimiento, suspensión o eliminación de los Registros Especiales Aduaneros) a los sujetos con domicilio procesal constituido, en el radio urbano de la respectiva oficina aduanera, se llevarán a cabo de acuerdo con lo dispuesto en el apartado II del Anexo I de esta resolución general”. Que del análisis de los hechos y la normativa mencionada resulta que la Aduana dirigió erróneamente la notificación de la resolución cuestionada en autos al CUIT -domicilio electrónico- de la empresa importadora, cuando el apoderado de la firma había constituido expresamente un domicilio procesal en las actuaciones al momento de realizar su descargo de conformidad con la intimación que la aduana le efectuara y, dicho domicilio se tuvo por constituido en el auto de fecha 12/02/2020 (ver fs. 197 y vta. de las act. adm.), momento a partir del cual todas las notificaciones que debieran realizarse en los sumarios en trato debieron haber sido cursadas a ese domicilio electrónico, incluida obviamente la notificación de la resolución que originara estos autos. Que la presente causa, difiere de la caratulada “SKF ARGENTINA SA C/ DGA S/ APELACION” TF 40.055-A, invocada por la representación fiscal, en la que esta Sala dictó sentencia con fecha 17/09/2019. Ello así, toda vez que en los mencionados autos lo que se cuestionó fue la modalidad en que la Aduana llevó a cabo la notificación - mediante el mecanismo SICNEA - dirigida al domicilio electrónico de la empresa, debido a que el letrado apoderado de la firma a la fecha en que contestó la vista conferida (año 2010) no constituyó electrónico en virtud de que aún no se había implementado el Sistema de Notificación por SICNEA (Resol General AFIP N° 3474/2013 BO 10/04/2013) y tampoco lo hizo con posterioridad por lo que en vigencia del nuevos Sistema de notificación la Aduana notificó a la empresa al domicilio electrónico registrado y, en la presente causa la Aduana dirigió la notificación SICNEA al domicilio electrónico de la importadora, cuando su apoderado había constituido otro domicilio electrónico y así había sido reconocido por el servicio aduanero. Que cabe concluir que, contrariamente a lo que sostiene la representación fiscal, en la presente causa la notificación dirigida al domicilio de la empresa no resulta válida y por ende corresponde hacer lugar al planteo de nulidad de notificación efectuado por la recurrente, con costas al fisco nacional. Que no obstante lo expuesto y dado que el apoderado de la recurrente, de conformidad a sus manifestaciones, ha podido tomar conocimiento de lo resuelto por el servicio aduanero como consecuencia de un llamado que realizó la aduana de Paso de los Libres informándole al despachante de aduanas que iban a proceder con la suspensión de la empresa en el registro de importadores y exportadores porque había varios expedientes que se encontraban resueltos y que no habían sido apelados y que por ello el error en la notificación de algún modo pudo ser subsanado posibilitando al importador acudir ante esta instancia con amplias posibilidades para oponer las defensas a que se considerara con derecho, así como para ofrecer y producir prueba que acredite sus dichos, cabe concluir que la nulidad dispuesta no puede implicar retrotraer lo actuado a la instancia aduanera, ya que ello implicaría un dispendio jurisdiccional que traería aparejado un nuevo perjuicio para la apelante.


			Planteo de cosa juzgada de la representación fiscal no puede prosperar


			VI.- Que en virtud de lo resuelto en el Considerando que antecede, el planteo de cosa juzgada efectuado por la representación fiscal no puede prosperar. Ello así, dado que al no resultar válida la notificación de la resolución apelada que la Aduana le cursara a la importadora, no es posible computar el plazo que el art 1133 del CA establece para interponer el recurso de apelación ante este Tribunal. Que por lo expuesto, corresponde rechazar la excepción de cosa juzgada opuesta por el fisco, con costas.


			Condonación por efecto de la Ley 27.541


			VII.- Que en cuanto al fondo de la cuestión y tratándose en el caso de una apelación contra la Resolución Nº 064/2020, por la que se le ha imputado a la recurrente la comisión de la infracción prevista en el art 972 del CA y se le exigió el pago de una multa cuyo importe asciende a la suma de $34.657,64, por el incumplimiento de lo normado en el art. 15 del Decreto 1330/04, debido a que la Posición Arancelaria declarada en los Permisos de Embarque asociados a las importaciones temporarias en cuestión (NCM 3913.90.60) no surgía del CTIT N.º 03123/2008 (el cual refería al Insumo NCM 0510.00.90 – Producto NCM 3913.90.90), resulta de aplicación lo dispuesto en la Ley 27.541. Que por la Ley 27.541 “Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública”, modificada por la Ley 27.562, en el art. 12 del Capítulo 1 “Regularización de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduanera” del Título IV “Obligaciones Tributarias” se establece que: “El beneficio de liberación de multas y demás sanciones correspondientes a infracciones formales cometidas hasta el 31 de julio de 2020, que no se encuentren firmes ni abonadas, operará cuando con anterioridad a la fecha en que finalice el plazo para el acogimiento al presente régimen, se haya cumplido o se cumpla la respectiva obligación formal”....“Cuando el deber formal transgredido no fuese, por su naturaleza, susceptible de ser cumplido con posterioridad a la comisión de la infracción, la sanción quedará condonada de oficio, siempre que la falta haya sido cometida con anterioridad al 31 de julio de 2020, inclusive”. Que la Resolución General 4816/2020, RESOG-2020-4816-E-AFIP-AFIP - “Procedimiento. Ley N° 27.541. Título IV, Capítulo 1. Ley N° 27.562. Ampliación del régimen de regularización de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras. Su implementación” en su art 9 “Capítulo 9 - Deudas en discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial” en lo que aquí importa dispone: “...En los casos en que los únicos conceptos reclamados respondan a aquellos que resulten condonados conforme a lo establecido en el artículo 12 de la Ley N° 27.541 y sus modificaciones, el representante fiscal o el juez administrativo interviniente -según el caso- solicitará el archivo de las actuaciones labradas para su aplicación”. Asimismo el art 24 del CAPÍTULO 13 - CONDONACIÓN DE MULTAS, de la mencionada resolución establece que: “El beneficio de liberación de multas y demás sanciones por incumplimiento de obligaciones formales susceptibles de ser subsanadas, procederá en la medida que no se encuentren firmes ni abonadas y se cumpla con el respectivo deber formal con anterioridad al 15 de diciembre de 2020”.“En el caso de infracciones aduaneras, el beneficio se aplicará a las multas automáticas por las infracciones formales tipificadas en los artículos 218, 220, 222, 320 y 395, y al universo de las infracciones previstas en los artículos 968, 972, 992, 994 y 995, en todos los casos del Código Aduanero”. Que la Aduana en la resolución que diera origen a la cuestión -Resolución Nº 064/2020- de fecha 08/06/2020, le imputó a la recurrente la comisión de la infracción prevista en el art. 972 del Código Aduanero, con relación a una serie de DITs por el incumplimiento de lo normado en el Dto 1330/2004 y le intimó el pago de la suma de $ 34.657,64, motivo por el cual, en virtud de lo normado en el art. 12 de la Ley 27.541 “Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva en el Marco de la Emergencia Pública”, modificada por la Ley 27.562 y, atento a que en el caso se trata de una multa por la comisión de una infracción formal (cfme resulta de la Resolución 4816/2020) presuntamente cometida con anterioridad al 31/07/2020, que no se encuentra firme ni abonada, corresponde declarar condonada la multa cuestionada en la causa, con costas por su orden (cfme art. 12 de la Resolución Gral AFIP Nro 4816/2020).


			Por ello VOTO por:


			1.- Hacer lugar al planteo de nulidad de notificación opuesto por la actora, con costas. 


			2.- Rechazar el planteo de cosa juzgada opuesto por el fisco, con costas.


			3.- Declarar condonada la multa impuesta en la Resolución Nº 064/2020, con costas por su orden (cfme art. 12 de la Resolución Gral AFIP Nro 4816/2020). El Dr. Héctor H. Juarez dijo: Que adhiere al VOTO que antecede. 


			El Dr. Juan Manuel Soria dijo: Que adhiere al VOTO de la Dra. Musso.


			En virtud del acuerdo que antecede, por unanimidad, SE RESUELVE:


			1.- Hacer lugar al planteo de nulidad de notificación opuesto por la actora, con costas.


			2.- Rechazar el planteo de cosa juzgada opuesto por el fisco, con costas.


			3.- Declarar condonada la multa impuesta en la Resolución Nº 064/2020, con costas por su orden (cfme art. 12 de la Resolución Gral AFIP Nro 4816/2020).


			Regístrese y notifíquese. Firme que quede la presente, por Secretaría General de Asuntos Aduaneros, archívese.


			Voces


			INCUMPLIMIENTO DE DEBIDA NOTIFICACIÓN – CORRIDA DE VISTA – GARANTÍA DE DEFENSA EN JUICIO – LA NOTIFICACIÓN COMO PRESUPUESTO PARA VALIDAR UN ACTO ADMINISTRATIVO – SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN 


			Tribunal y causa


			TRIBUNAL FISCAL DE LA NACIÓN - PARANÁ S.A. DE SEGUROS c/DGA s/recurso de apelación”, EX-2019-95832085- -APN-SGASAD#TFN (y su acumulado: “LATIN YACHTS S.A. c/DGA s/recurso de apelación”, EX-2020-14755721-APN-SGASAD#TFN)


			Decisión resolutoria


			-Fallo 08 de febrero de 2022-


			Buenos Aires, 8 de febrero de 2022.


			Reunidos los Vocales miembros de la Sala “G” del Tribunal Fiscal de la Nación, Dres. Horacio J. Segura, Miguel Nathan Licht y Claudia B. Sarquis, a fin de dictar sentencia en los autos caratulados: “PARANÁ S.A. DE SEGUROS c/DGA s/recurso de apelación”, EX-2019-95832085- -APN-SGASAD#TFN (y su acumulado: “LATIN YACHTS S.A. c/DGA s/recurso de apelación”, EX-2020-14755721-APN-SGASAD#TFN)


			El Dr. Horacio Joaquín Segura dijo:


			I.- Objeto del Proceso: Que se trata de resolver en autos si resulta ajustada a derecho la Resolución DE PRLA N° 3635/2017, dictada en la Actuación N° 12210-4079-2006, en cuanto condena a la firma LATIN YATCHS S.A., por la comisión de la infracción prevista y penada en el art. 970 del C.A., al pago una multa igual a una vez el importe de los tributos, cuyo monto asciende a la suma de $ 88.311,20, y formula cargo a la importadora y a la citada en garantía PARANA S.A DE SEGUROS (póliza 19197) al pago de la suma de U$S 26.666,27.- en concepto de tributos y S 77.668,15.- en concepto de percepciones de IVA y Ganancias respecto de la DIT N° 05 073 IT14 002551 J (vto. 23/09/2007) con más los intereses del art. 794 del C.A.


			II.- Fundamentos de la apelación:


			* Coactora PARANA S.A DE SEGUROS mediante RE-2019-95827440-APN-SGASAD#TFN (24/10/2019) se presenta, por apoderado e interpone recurso de apelación la citada resolución. Efectúa una reseña de los hechos ocurridos que originaron la presente causa. Asimismo, se agravia en cuanto considera que el derecho de defensa de su mandante, así como también, el debido proceso se encontraría afectados atento a que transcurrieron más de diez años desde el vencimiento de la temporal (año 2007) hasta la notificación del fallo administrativo condenatorio (año 2019) por lo que manifiesta que debe decretarse la prescripción en los términos del art. 803 y concordantes del C.A., por considerar que se ha excedido todo parámetro de razonabilidad de duración de un proceso aduanero, con franca violación del derecho constitucional de esta parte a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas , artículos 18, Constitución Nacional, y 8o, inc. 1, Convención Americana sobre Derechos Humanos. Cita jurisprudencia.


			Manifiesta, que también se encontraría prescripto los tributos de los impuestos en los términos del art. 803 y concordantes del C.A. y el art 56 y ss de la ley 11.683. Cita normativa y jurisprudencia. Asimismo, se agravia de la determinación tributaria y rechaza el reclamo pretendido en concepto de derechos adicionales, IVA Adicional e Impuesto a las Ganancias por no encontrarse garantizados mediante las pólizas de caución. Asimismo, plantea la falta de competencia de la Dirección General de Aduanas para expedirse sobre las percepciones y el IVA. Se agravia en cuanto al plazo tenido en cuenta para el cálculo de los intereses. Cita normativa y jurisprudencia.


			Se agravia por la falta de agregación de la póliza afectada a la operación en trato en las actuaciones administrativas, y plantea en subsidio, que el monto máximo por el que podría, eventualmente, responder sería el garantizado en la moneda en que se emitió la póliza, limitando su responsabilidad a la misma.


			Por otro lado, también, señala que el fallo dictado también resulta nulo y arbitrario, toda vez que el mismo ha sido dictado, en directa violación del principio de defensa en juicio de su mandante, ya que se han omitido, en forma directa, deliberada y precisa, la producción de todos los medios de prueba propuestos tendientes a demostrar el cumplimiento de las obligaciones aduaneras y fiscales a cargo del importador.-


			Finalmente, ofrece prueba que hace a su derecho, hace reserva del caso federal y solicita que se revoque la resolución apelada en autos.


			* Coactora LATIN YACHTS S.A mediante RE-2020-14754448-APN-SGASAD#TFN (06/03/2020) se presenta, por apoderado y con el patrocinio letrado e interpone recurso de apelación la citada resolución. Manifiesta que como consecuencia de la recepción de una carta documento enviada por la citada en garantía tomó conocimiento de la existencia del sumario infraccional aduanero y del dictado de la resolución condenatoria, sin que se le haya permitido ejercer su derecho de defensa, tal como prescribe el Art. 1101 del C.A., en concordancia con la garantía tutelada por el Art. 18° de la Constitución Nacional. Manifiesta que tampoco ha podido tener acceso a las actuaciones administrativas, y que la notificación cursada mediante correo se realizo a la planta de producción la cual se encuentra con guardia todos los días del año, con recepción de correspondencia y encomiendas, por lo cual cuestiona la legitimidad del acto de notificación.


			Argumenta que antes del vencimiento del plazo de permanencia previsto, se reexportó a consumo los insumos importados mediante la DIT N° 05 073 IT14 002551J mediante los permisos de embarque N° 06 001 EC03 031591 H, 06 001 EC03 010991 X y 05 008 EC03 005214 G, y resultando de aplicación las DDJJ de insumos y mermas N° SO 1:310322/06, SO 1:0344182/05 y SO 1:0344184/05. Destacando, que la autoridad de aplicación no emitió los CTC definitivos correspondientes por lo que deberían tomarse las DDJJ como válidas a los efectos de acreditar la relación insumo-producto, conforme prevé la Resolución S.I.C. 18/1992.


			Finalmente, ofrece prueba, formula reserva del caso federal y solicita que oportunamente se dicte sentencia revocando la resolución aduanera apelada y disponiendo se corra nueva vista en debida y legal forma, con costas.


			III.- Contestación del traslado:


			- Que mediante IF-2020-08302728-APN-DTD#JGM (06/02/2020) se presenta la apoderada del Fisco Nacional, contesta el traslado del recurso interpuesto por la coactora aseguradora en estos autos, y acompaña las actuaciones administrativas correspondientes a la causa. Efectúa una breve reseña de los hechos. Niega todos y cada uno de los hechos y derechos invocados por la actora, que no fueran objeto de su expreso reconocimiento. 


			Manifiesta que no se ha vulnerado el derecho de defensa de la citada en garantía, atento a que en la corrida de vista dispuesta tuvo oportunidad de ejercer su defensa, pudiendo identificar los hechos constitutivos prima facie de la infracción que se le imputaba y articular respecto de ellos las defensas del caso. Cita doctrina.


			Señala que no resulta procedente el planteo de prescripción opuesto, toda vez que no había operado el plazo de 5 años de prescripción previsto en los art. 803 y art. 934 del CA, y que los plazos habían sido suspendidos y luego interrumpidos por aplicación del art. 805 y el inc. a) del art. 937 del CA, respectivamente. Cita normativa.


			Contesta el planteo de nulidad, señalando que a los fines de obtener la declaración de nulidad, el interesado debe demostrar el perjuicio concreto que le ha inferido el vicio que invoca, puesto que la validez de los actos administrativos se presupuesta según el perjuicio que sufren los intereses intervinientes. No puede declararse la nulidad del acto por la simple presencia de un vicio o de una violación si no existe un perjuicio. Cita jurisprudencia -aplicable a su postura- del Tribunal Fiscal y de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal respecto de cuestiones como las planteadas en autos -nulidades-.


			Respecto de la liquidación aduanera, y al tipo de moneda exigido, manifiesta que corresponde atento a la doctrina sentada por el fallo el fallo Volkswagen Argentina SA (TF22.179-A) c/ DGA”, conjuntamente con las disposiciones del CA en materia de intereses art. 794 del C.A. Cita normativa y jurisprudencia.


			En lo que respecta a la inconstitucionalidad planteada por la aseguradora, señala que este Tribunal no está facultado para declarar la inconstitucionalidad de una resolución, y solicita su rechazo. Cita normativa, jurisprudencia y doctrina.


			Manifiesta que el reclamo efectuado por la Aduana es correcto, debido a que se encuentra configurada la infracción tipificada en el art. 970 del CA por lo que corresponde intimar a la aseguradora en su calidad de garante a que efectivice el pago del cargo asociado, en virtud de la Póliza N° 19197, agrega, que el siniestro se configura con el incumplimiento de la obligación principal, sin que sea necesario demostrar la insolvencia del Tomador.


			Finalmente, ofrece prueba, hace reserva del caso federal, y solicita que se confirme el fallo aduanero, con costas.


			- Que mediante IF-2021 -33227881-APN-DTD#JGM (16/04/2021) se presenta la apoderada del Fisco Nacional, contesta el traslado del recurso interpuesto por la coactora importadora LATIN YACHTS en los autos EX-2020- 14755721-APN-SGASAD#TFN. Efectúa una breve reseña de los hechos. Niega todos y cada uno de los hechos y derechos invocados por la coactora, que no fueran objeto de su expreso reconocimiento.


			Opone excepción de cosa juzgada, señala que surge de las constancias administrativas, a fs. 51 que el servicio aduanero corrió vista a la importadora, para que ejerza su derecho de defensa conforme lo establece el C.A., y a fs. 53, 60 y 61 luce constancia del memorándum, y la notificación a la importadora, razón por la cual a fs.63, se la declaró rebelde con fecha 03/05/2017, en los términos del art. 1105 del C.A. Asimismo, agrega, que la Resolución Aduanera dictada es de fecha 19/05/2017, notificada solo a la aseguradora el 18/10/2019, atento a la rebeldía de la importadora. Posteriormente, señala que la aseguradora interpuso el recurso de apelación ante este Tribunal el 24/10/2019, sin embargo, la firma importadora interpone el recurso de apelación, recién el 06/03/2020, cuando ya la resolución aduanera se encontraba firme, y pasada a autoridad de cosa juzgada. Por ello, considera que resulta extemporáneo el recurso de apelación intentado por la importadora.


			Respecto del planteo de nulidad de la notificación, señala que es un recurso utilizado por la coactora para hacer renacer el plazo del recurso, y solicita, que en el hipotético caso, que se considere que la notificación efectuada en las actuaciones administrativas carece de algún elemento que la haría anulable, se la tenga por consentida dicha nulidad atento a que la importadora había tomado conocimiento de la resolución (conf. Art. 170 del CPCCN).Cita normativa.


			Señala que según resulta de las constancias del expediente administrativo, la actora no habría acreditado el cumplimiento de la reexportación de las mercaderías antes del vencimiento del plazo otorgado por el régimen de importación temporaria.


			Argumenta que el proceso en cuestión es de carácter infraccional, por las cuales la carga de la prueba del cumplimiento de las obligaciones inherentes al régimen de importación temporal recae sobre la importadora, quien debe demostrar fehacientemente y con la documentación aduanera pertinente, que ha cumplido con sus obligaciones bajo el régimen de importación temporaria. Cita normativa relativa al régimen legal en cuestión, y jurisprudencia.


			Finalmente, ofrece prueba, hace reserva del caso federal, y solicita se haga lugar a la excepción de cosa juzgada opuesta, y se rechace la apelación incoada por la importadora LATIN YACHTS, con costas.


			IV.- Que la coactora importadora LATIN YACHTS mediante IF-2021-35065873-APN-DTD#JGM (archivo embebido-con fecha 22/04/2021) manifiesta que se encuentra impedida materialmente de contestar el traslado de la excepción de cosa juzgada opuesta por el servicio aduanero en razón de que aún no se han puesto a su disposición los antecedentes administrativos (AA12210-4079-2006), cuya compulsa resulta esencial para determinar la validez de la notificación de la corrida de vista y del auto de decreto de rebeldía. Por lo que solicita la suspensión de plazos y la acumulación de las causas.


			V.- Que mediante INLEG-2021-39933072-APN-VOCXIX#TFN se resuelve acumular el EX-2020-14755721- APN-SGASAD#TFN, caratulado: “LATIN YACHTS S.A. c/D.G.A. s/ apelación, en trámite por ante la Vocalía de la 19° Nominación al EX-2019-95832085-APN-SGASAD#TFN, caratulado: “PARANÁ S.A. DE SEGUROS c/D.G.A s/apelación”, en trámite ante esta Vocalía.


			VI.- Que, la coactora importadora LATIN YACHTS mediante IF-2021-84818474-APN-DTD#JGM (archivo embebido - con fecha 09/09/2021) plantea denuncia de ilegitimidad, manifiesta que atento a la negligencia del servicio aduanero en notificar fehacientemente los actos administrativos se han afectado los derechos subjetivos e intereses legítimos de su mandante, en completa violación a los Art. 1012 y Art. 1037 del C.A., toda vez, que la importadora, no tomó conocimiento de la existencia de la corrida de vista, ni de la declaración de rebeldía y de la resolución apelada. Se agravia en cuanto no pudo ejercer su derecho de defensa, garantizado por nuestra Constitución Nacional, y el debido proceso adjetivo previsto en la citada Ley, de aplicación al caso por disposición expresa del Art. 1017 del C.A.


			Señala que con fecha 04/04/2017, el servicio aduanero ordenó correr vista de las actuaciones 12210-4079-2006, mediante correo postal dirigido al domicilio real de la empresa sito en la calle Aristóbulo del Valle 3580, Benavidez, Provincia de Buenos Aires. Según las constancias obrantes agregadas a fs.2 y 61/62, el citado correo fue entregado en la citada dirección postal con fecha 17/04/2017 a las 15 hrs., sin embargo, señala, que el servicio de carta expreso de Correo Argentino elegido, fue incorrecto, toda vez, que no cumplió con la exigencia de la constancia de recepción y/o aviso de retomo por parte del destinatario. Cita normativa y jurisprudencia.


			Agrega, que tampoco se cumplió con lo previsto en el Art. 1037 del C.A. inc. g), ya que se omitió notificar a la importadora el acto de decreto de rebeldía en violación a los derechos y garantías tutelados por nuestra Constitución Nacional. Cita normativa y jurisprudencia. 


			Finalmente, solicita que se tenga por presentado en tiempo y forma el recurso de apelación interpuesto por Latin Yachts S.A. y por ampliados los argumentos de defensa esgrimidos en el escrito de inicio, y resueltos con carácter de especial y previo pronunciamiento a la cuestión de fondo por revestir importancia de orden público.


			VII.- Que mediante PV-2021-127004654-APN-VOCXXI#TFN en fecha 30/12/2021, se resolvió tratar como de previo y especial pronunciamiento la excepción de cosa juzgada planteada por la representación fiscal en su contestación del traslado (IF-2021 -33227881-APNDTD# JGM) y el planteo de nulidad realizado por la importadora LATIN YACHTS en su escrito de inicio (RE-2020-14754448-APN-SGASAD#TFN e IF-2021- 84818474-APN DTD#JGM), y elevar las presentes actuaciones a la Sala “G”. En fecha 7/2/2022 se pasaron los autos a sentencia.


			VIII.- Que de la compulsa de los antecedentes agregados a esta causa, que tramitaron por Actuación N° 12210- 4079-2006, surge que las mismas se iniciaron con la nota presentada por el despachante en representación de LATIN YACHTS S.A., (con fecha 10/08/06) solicitando la prorroga de la DIT 05 073 IT14 002551 J y acompaña documentación a tal efecto. A fs. 26 obra la Nota N° 10492/06 mediante la cual se le concede la prorroga solicitada. A fs. 27/28 obra acta de denuncia N° 251/10 respecto de la DIT en cuestión, cuyo vencimiento opero 23/09/2007, por infracción al régimen de destinación suspensiva. A fs. 29 obra la Nota N° 2221/10. A fs. 30 obra sobre contenedor de la DIT 05 073 IT 14 002551 J y documentación complementaria. A fs. 31 obra Nota de fecha 21/10/2010 dirigida a la división verificaciones. A fs. 32/33 ose realiza el aforo de la la mercadería en infracción. A fs. 34/40 obra la liquidación de tributos. A fs. 42 obra las notas N° 3754/10 y N° 123/10. A fs. 43 obra la Orden de Intervención N° 102730E26001085C. A fs. 44 obra la Nota N° 5968/10 (21/12/2010) dirigida a la secretaria de actuación N° 1 a los fines de su intervención. A fs. 45 se dispone la instrucción de sumario por la infracción al art. 970 del CA respecto de la DIT en cuestión (22/05/2012). A fs. 46, 48 obra la liquidación por multa y tributos art. 970 del C.A. A fs. 49 obra print de consulta de garantía. A fs. 50 obra la consulta a sistema registral de datos del importador LATIN YACHTS S.A. A fs. 51/51vta. obra corrida de vista a la importadora y a la citada en garantía PARANA S.A. DE SEGUROS, por la infracción al art. 970 del C.A. (04/04/2017), intimando a la importadora al pago de una multa mínima de $ 88.311,20.- y a la importadora y a la aseguradora al pago de tributos por U$S 26.666,27.- en concepto de IVA, DI y Estadística y $ 77.668,15.- en concepto de percepciones IVA y ganancias (Notificada a la aseguradora 05/04/2017 - ver a fs. 54). A fs. 52 obra notificación SIGNEA 17001NOTI023349V dirigida a la firma LATIN YACHTS S.A. ESTADO: ENVIADO FECHA 04/04/2017. A fs. 53 obra MEMORANDO dirigido a la firma LATIN YACHTS S.A. (sin fecha). A fs. 55/58 se presenta la citada en garantía PARANA S.A DE SEGUROS y contesta traslado. A fs. 61 obra copia formulario AFIP del que surge: AR N° 12210-4079-2006. DESTINATARIO: LATIN YACHTS S.A. DOMICILIO: A. DEL VALLE 3580. BENAVIDEZ. BA.AS. CODIGO POSTAL: 1621. OBLEA CORREO: EC916551822. A fs. 62/63 obra la copia de seguimiento de envió EC916551822 de la que surge que con fecha 17/04/2017 se entrego la correspondencia. A fs. 64 se tiene por presentada a la aseguradora y se declara rebelde a la firma importadora. (03/05/2017), y con fecha 05/05/2017, en la misma foja surge en manuscrito que se notifica dicho auto en los estrados de la aduana. A fs. 65 pasan los autos para resolver. A fs. 66 obra el print de pantalla de consulta al registro de infractores. A fs. 67/68vta. obra la resolución 3635/17 aquí apelada. (notificada a la aseguradora con fecha 17/10/2019- ver a fs. 69).


			La notificación correo postal, no se ajusta a las prescripciones específicas del art. 1013 del C.A. no permite acreditar la recepción fehaciente de la comunicación del acto por parte del destinatario, por lo cual la misma resulta nula.


			IX.- Que, previo a expedirme respecto de la excepción de cosa juzgada planteada por la representación fiscal, corresponde tratar, el planteo de nulidad de la notificación de la corrida de vista planteada por la importadora, toda vez que la coactora se agravia que en sede administrativa no se le ha corrido vista del sumario infraccional, y que tomo conocimiento de la resolución aduanera, y de la existencia del sumario, como consecuencia de la recepción de una carta documento enviada por la citada en garantía, con fecha 13/11/2019, la cual acompaña mediante (RE-2020-14754763-APN-SGASAD#TFN), sin que se le haya permitido ejercer su derecho de defensa, conforme lo establece el Art. 1101 del C.A.


			Que en la Sección XIV, Título II, Capítulo III del Código Aduanero se encuentra regulado el procedimiento para las infracciones (arts. 1080/1117). En el Art. 1101 específicamente se establece que: “... el administrador correrá vista de lo actuado a los presuntos responsables por el plazo de diez (10) días, a fin de que presenten sus defensas, ofrezcan toda la prueba.


			Que, conforme surge de los antecedentes administrativos reseñados (AA 12210-4079-2006), a fs. 51/51vta. obra corrida de vista a la importadora LATIN YACHTS S.A y a la citada en garantía PARANAS.A. DE SEGUROS, respecto de la DIT en cuestión, por la infracción al art. 970 del C.A., dicho acto fue notificado correctamente a la aseguradora, con fecha 05/04/2017 (conf. surge a fs. 54 de las act. adm.), sin embargo, la notificación SIGNEA 17001NOTI023349V dirigida a la firma LATIN YACHTS S.A. a los fines de notificar la corrida de vista de fecha 04/04/17, luce en ESTADO: ENVIADO, con fecha 04/04/2017, (ver a fs. 53 de las act. adm), por ende, sin notificar.


			Que, a fs. 53 luce MEMORANDO dirigido a la firma LATIN YACHTS S.A. a los fines de notificar dicha corrida de vista (sin fecha), y a fs. 61 obra la copia formulario AFIP de correspondencia del que surge los siguientes datos: “AR N° 12210-4079-2006. DESTINATARIO: LATIN YACHTS S.A. DOMICILIO: A. DEL VALLE 3580. BENAVIDEZ. Bs.As. CODIGO POSTAL: 1621. OBLEA CORREO: EC916551822”, y asimismo, obra la copia de impresión de seguimiento de envió de Correo Argentino EC916551822 de la que surge, que con fecha 17/04/2017 se entregó la correspondencia en dicho domicilio.


			En virtud de lo cual, se declaró la rebeldía de la importadora con fecha 03/05/201, y dicho acto, se tuvo como notificado en los estrados aduaneros (ver a fs. 64 de las act. adm.), así como, todos los actos dictados a posteriori .


			X.- Que, en lo que aquí interesa, el Art. 1012 del C.A. hace mención a una serie de actos administrativos que deben ser notificados por el servicio aduanero, entre los que se encuentra la corrida de vista (inc. c) del Art. 1012 del C.A.).


			Que, a continuación, el art. 1013 del CA, establece los medios por los cuales deben comunicarse los actos mencionados en el artículo que le antecede. En sus primeros incisos prevé medios de notificación personal, tales como; cédula, telegrama colacionado, oficio y todo otro medio postal que permitiere acreditar la recepción de la comunicación del acto que se tratare.


			Que, conforme lo establecido en el artículo 1174 del C.A., y el artículo 149, párrafo Io del CPCCN dispone que “ Será nula la notificación que se hiciera en contravención a lo dispuesto en los artículos anteriores siempre que la irregularidad fuere grave e impidiere al interesado cumplir oportunamente los actos procesales vinculados a la resolución que se notifica.”


			Que, conforme a lo expuesto, corresponde señalar que la notificación cursada por el servicio aduanero a los fines de notificar la corrida de vista a la importadora LATIN YACHTS mediante correo postal, no se ajusta a las prescripciones específicas del art. 1013 del C.A, la, toda vez, que ni la copia de seguimiento de envío, ni el formulario acompañado a fs. 61 de las act. adm., permite acreditar la recepción fehaciente de la comunicación del acto por parte del destinatario, por lo cual la misma resulta nula.


			Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que el respeto de la garantía de la defensa en juicio consiste en la observancia de las formas sustanciales relativas a acusación, defensa, prueba y sentencia (Fallos, 116:23; 119:284; 125:268; 127:36 y 374; 189:34; 272:188; entre otros).


			Que sobre la base de lo expuesto y tratándose en la especie de un procedimiento para las infracciones, cabe señalar que la única oportunidad que le asiste a los imputados - ante la autoridad administrativa aduanera- para plantear todas las cuestiones relativas a sus derechos y defenderse de la calificación de su conducta, no es otra que la vista que prevé el Art. 1101 del C.A.


			Que, en doctrina se ha dicho que “...dada la importancia de la notificación y de los efectos que ella produce, es preciso que se exija que sea cumplida observando todos los recaudos previstos para ese fin, de modo de obtener una constancia indiscutible de que el acto notificado ha llegado, efectivamente, a conocimiento del administrado, salvo, claro está, el caso de notificación por edictos, que es puramente formal y ficta. Por ello, las notificaciones que se hacen transgrediendo las normas legales aplicables, o en forma tal que dejen dudas sobre el real cumplimiento de su objeto específico, deben considerarse y declararse inválidas, como si no se hubieren practicado” (Escola, Héctor Jorge; Tratado General de Procedimiento Administrativo, págs. 216/217; ed. Depalma; Buenos Aires; 1981).


			La debida notificación de un acto administrativo es un presupuesto sine qua non del efectivo ejercicio de la defensa enjuicio, garantía de nuestro sistema constitucional (art. 18 CN). Así lo entendió la CNACAF al sostener que “...se requiere una notificación fehaciente al imputado, en razón de que de lo contrario se estaría afectando el debido proceso y el derecho de defensa ”, y que, “no puede dejar de considerarse que tratándose de un acto de tal importancia la Aduana debió extremar los recaudos para que el afectado pueda tomar conocimiento de ello pues si bien el Código Aduanero da la posibilidad de elegir el medio por el que han de notificarse los actos enumerados en el artículo 1037 C.A. dentro de los enunciados en el artículo 1013 C.A. ello no implica que autorice a la Aduana a elegir el medio menos eficaz a fin de que el sumariado tome conocimiento del acto en perjuicio de su derecho al debido proceso adjetivo” (“Navarro Toribio”, Sala V, expíe. N° 9654/00, sentencia del 12.07.00)


			Por ende, su omisión comporta una violación a la garantía constitucional de defensa enjuicio (art. 18 CN), y tal omisión no resulta subsanable en las instancias posteriores. (Conforme sentencia de la Sala II de la CNCAF del 27-10-83 in re “Minessotta 3M Argentina”).


			Que, en efecto, conforme al principio de inviolabilidad de la defensa enjuicio, la falta de la vista (o de posibilidad de impugnación) en los procedimientos jurisdiccionales que se desarrollan ante los organismos recaudadores determina “la nulidad de las actuaciones, no siendo aplicable el principio de subsanación de la restricción de la defensa enjuicio en etapas ulteriores”, sustentado por la Corte Suprema (García Vizcaíno, Catalina, Derecho Tributario, Derecho Tributario, Tomo II, pág. 76, 41edición, AbeledoPerrot, Buenos Aires. 2010).


			Nulidad debe comprender a todas las actuaciones posteriores al auto de la corrida de vista – debiendo dar oportunidad para ejercer el derecho de defensa


			XI.- Que la nulidad que se declara resulta absoluta e insanable respecto de todo lo actuado en el sumario que ha tramitado como expte. N° 12210-4079-2006, solo con relación a importadora LATIN YACHTS S.A., a continuación del auto por el cual se dispone correr vista (fs. 51/51vta.), dado que no fue notificado correctamente el auto de corrida de vista a la importadora, y no pudo ejercer correctamente su derecho de defensa. Por ello, la nulidad debe comprender todas las actuaciones posteriores al auto de corrida de vista de fs. 51/51vta., con su respectiva notificación, junto con la declaración de rebeldía de fs. 64, ya que fue dictada y notificada inválidamente, y de todo lo ocurrido con posterioridad a ello incluida la Resolución N° 3635 de fecha 18/05/2017.


			Por tanto, corresponde que la DGA proceda nuevamente a correr la vista dispuesta en el Art. 1101 del C.A., a la importadora LATIN YACHTS S.A, a fin de que pueda ejercer en tiempo y forma su derecho de defensa.


			Prescripción de la acción respecto a la infracción


			XII.- Que, atento a la forma en que se resuelve, dada la nulidad declarada de todos los actos posteriores al auto por el cual se dispone correr vista (de fs. 51/51vta.), corresponde señalar, que de la compulsa de las actuaciones administrativas, surge que se encuentra prescripta la acción para imponer multa por la presunta comisión de la infracción prevista y penada por el art. 970 del C.A., en relación con la mercadería ingresada temporalmente mediante la operación N° 05 073 IT14 002551 J, y que, sin bien, la cuestión no fue planteada, ni introducida por la recurrente, por el principio “Iura novit curia” se consagra no sólo la facultad sino el deber del juzgador de resolver las sentencias con prescindencia del planteo de las partes principio que se encuentra plasmado en el art. 1143 del C.A., y asimismo, atento a la naturaleza material de las infracciones, no le resulta vedado al juzgador apreciarse de oficio en cuanto a la prescripción de la misma.


			Que el régimen de prescripción de la acción del Fisco para imponer multas se encuentra regulado por el Código Aduanero, el cual, en su art. 934 establece que: “La acción para imponer penas por las infracciones aduaneras prescribe por el transcurso de cinco años”, plazo éste que conforme lo dispone el art. 935 comienza a correr “el primero de enero del año siguiente al de la fecha en que se hubiera cometido la infracción o, en caso de no poder precisársela, en la de su constatación “.


			Que de acuerdo a la normativa transcripta precedentemente, el plazo quinquenal mencionado comenzó a computarse desde el 01/01/2008, atento a que la presunta infracción se habría cometido el 23/09/2007, y operaba el 01/01/2013.


			Que, siendo válida la instrucción de sumario, la cual fue dictada el día 22/05/2012 -ver fs. 45 de las act. adm.-, se interrumpió el curso de la prescripción de la acción penal (art. 937, inc. a), del C.A.), por ende, debe computarse un nuevo plazo de prescripción el que corría a partir del 23/05/2012. Sin embargo, habiéndose declarado la nulidad de la notificación de la corrida de vista y todo lo ocurrido con posterioridad a ello, la resolución condenatoria dictada en sede administrativa no pudo tener virtualidad interruptiva para el curso de la prescripción, y asimismo, tampoco se observa acreditada la configuración de causales de suspensión o interrupción de la prescripción, en virtud de ello, corresponde declarar la prescripción de la acción del fisco para imponer penas.


			No se encuentra alcanza la prescripción en relación a los tributos


			XIII.- Que, con relación a los tributos, el art. 803 del C.A establece que: “Prescribe por el transcurso de CINCO (5) años la acción de/fisco para percibir los tributos regidos por la legislación aduanera”, comenzando a correr dicho plazo el primero de enero del año siguiente al de la fecha en que se hubiera cometido la infracción.


			Que, el vencimiento del DÍT operó el 23/09/2007. Conforme la legislación aplicable, el plazo de prescripción es de 5 años para perseguir el cobro de tributos por parte del fisco (conf. art. 803 del C.A), y dicho plazo comenzó a correr a partir del 01/01/2008(en los términos del art. 804 del CA.) y, no mediando causales suspensivas e interruptivas de la prescripción, la misma habría operado el 01/01/2013.


			Que dicho plazo, según el art. 805 inc. a) del CA., se suspende: “...desde la apertura del sumario, en la causa en que se investigare la existencia de un ilícito aduanero, hasta que recayere decisión que habilitare el ejercicio de la acción para percibir el tributo cuando dicho ejercicio estuviere subordinado a aquella decisión...”. Ello así, la acción del fisco para perseguir el pago de tributos no se encuentra prescripta.


			Correr vista sólo en relación a los tributos


			XIV.- Que, atento la forma en la que se resuelve, corresponde remitir los autos a la DGA, a los efectos de que proceda a notificar correctamente la corrida de vista solo en relación a los tributos involucrados, por cuanto la acción del fisco para reclamar el pago de la multa ha sido declarada prescripta.


			XV.- Que por la forma en que se resuelve corresponde rechazar la excepción de cosa juzgada planteada por la representación fiscal. 


			Por ello, VOTO:


			1.- Declarar la nulidad de la Actuación N° 12210-4079-2006, solo con relación a importadora LATIN YACHTS S.A., desde la notificación de fs. 61/63, junto con la declaración de rebeldía de fs. 64 y su notificación, y de la Resolución N° 3635 (de fecha 18/05/2017).


			2.- Declarar prescripta la acción del Fisco para imponer penas por la comisión de la infracción al art. 970 del C.A., en relación con la mercadería ingresada temporalmente mediante la operación N° 05 073 IT 14 002551 J.


			3.- Rechazar la excepción de cosa juzgada planteada por la representación fiscal.


			4.- Costas a cargo del Fisco.


			5.- Remitir la causa a la DGA, a los fines de que notifique nuevamente la corrida de vista en la forma correspondiente, y continúe asimismo las actuaciones únicamente con relación al aspecto tributario.


			Voto del Dr. Miguel N. Licht


			Deber de notificar el auto de apertura del sumario – prescripción de la acción en materia infraccional y tributaria


			El Dr. Miguel Nathan Licht dijo:


			I.- Que los antecedentes de la causa se encuentran adecuadamente reseñados en el voto del Dr. Segura, a cuyos términos me remito por motivos de brevedad.


			II.- Dicho lo que antecede y en el entendimiento de que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso (Fallos: 300:522, 1163; 301:602; 302:1191, entre muchos otros), por razones de orden lógico, corresponde examinar, en primer término, si la acción del fisco para imponer sanciones y perseguir el cobro de tributos se encontraba prescripta al tiempo de dictarse la resolución apelada.


			En relación a esta cuestión, corresponde aplicar el criterio que he expuesto al sentenciar en las causas EX-2019- 97789030- APN-SGASAD#TFN “AIT S.A. c/DGA s/recurso de apelación”; EX-2019-70389086-APN- SGASAD#TFN “ASEGURADORES DE CAUCIONES S.A. CIA. DE SEGUROS c/ DGA s/recurso de apelación” y EX-2019-72410244-APN-SGASAD#TFN “ALBA COMPAÑÍA ARGENTINA DE SEGUROS S.A. c/DGA s/recurso de apelación”, a cuyos fundamentos me remito brevitatis causae.


			Allí sostuve, esencialmente, que, con arreglo a lo normado en el artículo 1012 inciso b) del C.A., la D.G.A. tiene el deber de notificar el auto de apertura del sumario y que, la interrupción y la suspensión de la prescripción de las acciones penal y tributaria del fisco previstas en los art. 937 inc. a) y art. 805 inc. a) del C.A., no se producen sino a partir de dicha notificación. Ello, en tanto no puede hablarse de acto administrativo en la plenitud de su esencia, en la medida que no produzca sus efectos jurídicos propios a través de la forma previamente encauzada por el ordenamiento jurídico y, cuando esta forma -como es el caso de la notificación-, aparece como un procedimiento insoslayable para la administración, no cabe duda, a mi entender, que allí estamos hablando de algo más que de la mera “eficacia”, sino de la entidad jurídica, es decir, su “validez”.


			Asimismo, señalé que, dada la naturaleza administrativa del auto de que se trata, el mismo, debe observar rigurosamente los requisitos de los artículos 7 y 11 de la Ley 19.549 ya que, cuando se trata de actos de significativa trascendencia jurídica, debe admitirse el control por parte del administrado pues, de lo contrario, se consagraría la posibilidad de subvertir el plazo de prescripción establecido por el legislador y dejarlo a merced de los funcionarios administrativos.


			III.- Que, haciendo aplicación al caso sub examine de los lincamientos expuestos en los precedentes referidos, cabe señalar que el auto de apertura de sumario fue dictado con fecha 22/05/2012 (ver fs. 45 del expte. adm.) no advirtiéndose, en las actuaciones administrativas correspondientes a la causa, constancia alguna de su notificación al interesado.


			Que, con arreglo a lo expuesto en los considerandos anteriores y en virtud del incumplimiento de esta exigencia impuesta por la ley, el acto examinado carece de la entidad suficiente para producir la interrupción y la suspensión de la prescripción de las acciones penal y tributaria del fisco previstas en los art. 937 inc. a) y art. 805 inc. a) del CA.


			Que habiéndose iniciado el cómputo de dicha prescripción el 01/01/2008, la misma operó, no habiendo mediado causales interruptivas y/o suspensivas, al 31/12/2012 (cfme. arts. art. 934, art. 935, art. 937, art. 803, art. 804 y art. 805 del CA).


			A mayor abundamiento, corresponde considerar la siguiente información que resulta de las constancias obrantes en el expte. adm. correspondiente a la causa:


			ACTO	 FECHA


			OFICIALIZACIÓN DIT	 22/09/2005


			VENCIMIENTO DIT	23/09/07


			ACTA DENUNCIA 	21/10/10


			APERTURA SUMARIO sin notificar (fs. 45)	22/05/12


			CORRIDA DE VISTA (fs. 51/51vta.)	04/04/17


			PLAZO DE PRESCRIPCIÓN	1/01/2008-31/12/2012


			Que, en virtud de ello, corresponde, a mi juicio, declarar prescripta la acción del fisco para imponer penas y la acción para perseguir el cobro de tributos en relación al DIT N° 05 073 IT 14 002551 J.


			Que, en atención al modo en que se resuelve, deviene inoficioso el tratamiento de las excepciones planteadas.


			IV.- Que las costas deben imponerse por su orden en atención a la existencia de jurisprudencia contradictoria sobre el tema.


			Por ello, voto por:


			1.- Declarar prescripta la acción del fisco para imponer penas y la acción para perseguir el cobro de tributos, en relación al sumario que tramitara mediante SIGEA N° 12210-4079-2006 por la presunta comisión por parte de Latin Yachts S.A. y Paraná S.A. de Seguros y otro, de la infracción prevista y penada en el art. 970 del C.A., en relación a la operación documentada mediante DIT N° 05 073 IT14 002551 J.


			2.- Imponer las costas por su orden.


			Voto de la Dra. Claudia B. Sarquis - Adhiere al Dr. Segura


			La Dra. Claudia B. Sarquis dijo:


			Que adhiero en lo sustancial al voto del Dr. Segura.


			En virtud del acuerdo que antecede, por mayoría, SE RESUELVE:


			1.- Declarar la nulidad de la Actuación N° 12210-4079-2006, solo con relación a importadora LATIN YACHTS S.A., desde la notificación de fs. 61/63, junto con la declaración de rebeldía de fs. 64 y su notificación, y de la Resolución N° 3635 (de fecha 18/05/2017).


			2.- Declarar prescripta la acción del Fisco para imponer penas por la comisión de la infracción al art. 970 del C.A., en relación con la mercadería ingresada temporalmente mediante la operación N° 05 073 IT14 002551 J.


			3.- Rechazar la excepción de cosa juzgada planteada por la representación fiscal.


			4.- Costas a cargo del Fisco.


			5.- Remitir la causa a la DGA, a los fines de que notifique nuevamente la corrida de vista en la forma correspondiente, y continúe asimismo las actuaciones únicamente con relación al aspecto tributario.


			Regístrese, notifíquese, y oportunamente devuélvanse las actuaciones administrativas y archívese.


		




		

			CAPÍTULO SEGUNDO


			JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA


			-Arts. 1018 a 1029-


			Corresponde recordar que la existencia del procedimiento administrativo tiene por finalidad constituir el marco en el cual el administrado va a poder discutir la legalidad y procedencia de los cargos que pretenda realizar y exigir la Administración, tanto en materia tributaria, como infraccional y en este sentido, todo proceso debe garantizar al contribuyente el ejercicio de su derecho de defensa, consagrado tanto en el artículo 18 de la Constitución Nacional, el artículo 8, inciso 1 del Pacto de San José de Costar Rica, aprobado por Ley 23.054 (B.O.27.95.1984), como por el artículo 1, inciso f), de la ley 19.549 (27.04.1972). Siendo prioritario que dentro de la administración la revisión y decisión de lo que corresponda, descanse en quien tiene debida potestad en los términos de Ley. Conforme a ello, el legislador ha sabido establecer con precisión, quien será el facultado para entender en estos procesos, en razón de la jurisdicción en la que resulten los hechos en materia aduanera, garantizando el debido proceso. El Dr. Andrés Rohde Ponce en las XIII Jornadas Internacionales de Derecho Aduanero, realizadas por y ante la Asociación Argentina de Estudios Fiscales, supo señalar que el “debido proceso” no resulta necesario ser resaltado por las leyes cuando ya es una garantía que refieren las diferentes constituciones, señalando para Argentina el artículo 18 de la Constitución Nacional. Sobre esta particular y elocuente observación, es evidente que tal premisa debe respetarse en cada proceso, incluso en el administrativo.”


			Consideramos oportuno, previo al comentario de los siguientes artículos, destacar la importancia respecto de los conceptos de jurisdicción y competencia. 


			Jurisdicción


			El vocablo “jurisdicción”. Deriva del latín Jus (Derecho) y Dicere (Decir – Dictar) formando Iurisdictio; es decir, decir o dictar el Derecho. Dicha función le corresponde al Estado, que imparte justicia mediante los jueces que forman parte de uno de los tres poderes del Estado, que es el Poder Judicial. 


			La jurisdicción puede clasificarse en los siguientes términos:


			Jurisdicción Legislativa 


			Atiende al caso en que el Poder Legislativo ejerce tal función en un juicio político. El mismo tiene carácter administrativo, con la finalidad de retirar del cargo al funcionario con sanciones de inhabilitación accesoria. 


			Jurisdicción Judicial


			Esta en cabeza del Poder Judicial y por la Constitución Nacional detenta la función primaria de dictar el derecho. El artículo 108 de la Constitución Nacional así lo establece, el Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación. Asimismo, el  artículo 116 de la Constitución Nacional, dispone, corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la reserva hecha en el inc. 12 del Artículo 75: y por los tratados con las naciones extranjeras: de las causas concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros: de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima: de los asuntos en que la Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos o más provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero. 


			De esta forma, la jurisdicción judicial es nacional, pero también puede ser provincial, a partir de que el artículo 5 de la Constitución Nacional, determina que cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garantice a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones. Así entonces las provincias detentan jurisdicción judicial sobre asuntos locales. Rememorando que el artículo 121 de la Constitución Nacional estableció que las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación. 


			Debe adicionarse que, a partir de la reforma de la Constitución Nacional del año 1994, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulta tener las mismas atribuciones jurisdiccionales judiciales que las provincias. Ello, conforme al artículo 129 de la Constitución Nacional, la ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de Gobierno autónomo con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciudad. 


			Así, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el año 2019 (28), señaló que, a partir de la reforma de 1994, le reconoce autonomía a la Ciudad de Buenos Aires, con su función jurisdiccional. Atento a que la Constitución Nacional reconoce un nuevo lugar a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como integrante pleno del orden federal argentino. 


			Esta decisión se funda en un fallo del 2015 (29), por el cual la Corte con el voto de los jueces Ricardo Lorenzetti, Elena Highton de Nolasco, Carlos Fayt y Juan Carlos Maqueda, resolvió una contienda de competencia planteada entre la justicia federal y nacional para resolver un habeas corpus colectivo y determinó, sin emitir juicio sobre la procedencia de la acción, que debía tramitarse en el fuero federal, ya que las personas involucradas se encuentran detenidas en cárceles federales (causa CCC 7614/2015/CNC1-CA1 “Corrales”). En el caso, la Procuración General había propuesto que la petición fuera resuelta por los magistrados de la justicia nacional ya que ellos poseen el mismo carácter nacional que los jueces federales. Respecto de esta cuestión, los jueces Lorenzetti y Maqueda aclararon que los magistrados de la justicia nacional criminal no son jueces federales y que la Constitución Nacional le reconoce a la Ciudad de Buenos Aires su plena autonomía, por lo que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio y su continuidad se encuentra supeditada a que tengan lugar nuevos convenios de transferencia de competencias entre el Estado Nacional y dicha ciudad. En esta línea, explicaron que el carácter nacional de los tribunales de la Capital Federal encontraba fundamento en el particular status que ésta tenía con anterioridad a la reforma constitucional de 1994. Modificada esta situación, las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria –que, vale reiterar, no son federales- deben ser plenamente transferidas a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la que a la fecha sólo interviene en un número limitado de casos. De esta forma, al igual que lo que ocurre en las jurisdicciones provinciales, todas las causas penales y civiles en las que no haya un interés federal –robos, homicidios, estafas, divorcios, desalojos, sucesiones, etc. – deben ser resueltas por la justicia local. (30) 


			Jurisdicción Administrativa


			En su caso, es el Poder Ejecutivo Nacional quien expone una acción jurisdiccional actuando por medio de su administración, en materia fiscal, aduanera, contravencional, entre otras.


			Respecto de la materia que ocupa este Código, esa facultad se ha otorgado a un órgano administrativo mediante la llamada “jurisdicción administrativa”. 


			Rememorando que en 1996 por Decreto 1156/96 (B.O.16.10.1996), se dispuso: “Fusiónanse la Administración Nacional de Aduanas y la Dirección General Impositiva constituyendo la Administración Federal de Ingresos Públicos. La citada Administración funcionará como ente autárquico en el ámbito del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, asumiendo las competencias, facultades, derechos y obligaciones de las entidades que se fusionan por este acto”. Asimismo, mediante Decreto 618/97 (B.O.14.07.1997) y por el artículo 3, se determinó que: “La Administración Federal de Ingresos Públicos será el Ente de ejecución de la política tributaria y aduanera de la Nación aplicando las normas legales correspondientes. Tendrá las funciones y facultades de los organismos fusionados mencionados en el artículo 1º del presente y en especial las detalladas en este artículo, sin perjuicio de las conferidas por otras normas: entre otras la del inciso d), que responde a todas aquellas funciones que surjan de su misión y las necesarias para su administración interna”.


			 A pesar de ello, los decretos señalados no han dejado sin efecto las disposiciones que expresamente establecen los artículos desarrollados en el presente capítulo y por consiguiente, consideramos que la Dirección General de Aduanas detenta funciones de jurisdicción y competencia en los procedimientos aduaneros que aquí el Código refiere. Más por otro lado, el propio Decreto 618/97 (B.O.14.07.1997), en su parte final del artículo 4, expresamente señala que “los Directores Generales y Subdirectores Generales y los demás funcionarios de la Administración Federal de Ingresos Públicos podrán actuar por avocación en cualquier tiempo y con arreglo a la competencia de cada uno, al conocimiento y decisión de las causas, quedando a este fin investidos de toda la potestad Jurisdiccional del órgano sustituido. A ello corresponde adicionar que el artículo 10 del mismo decreto establece que tanto el Administrador Federal como los Directores Generales y los Administradores de Aduana en sus respectivas jurisdicciones, determinarán qué funcionarios y en qué medida los sustituirán en sus funciones de juez administrativo y el artículo 11 precisa, constituyen aduanas las distintas oficinas que, dentro de la competencia que se les hubiere asignado, ejerzan las funciones de aplicación de la legislación relativa a la importación y exportación de mercadería, en especial las de percepción y fiscalización de las rentas públicas producidas por los derechos y demás tributos con que las operaciones de importación y exportación se hallan gravadas y las de control del tráfico internacional de mercadería”.


			En concordancia con ello, la Dirección General de Aduanas mantiene la función jurisdiccional administrativa, en los términos que el Código Aduanero prescribe y conforme a ello, posee facultades para avocarse a temas que versen sobre procedimientos de infracciones, impugnaciones, ejecución y repetición. Cabe preguntarse si, en temas de las infracciones que se encuentran equiparadas al régimen contravencional y, por lo tanto, tienen naturaleza punitiva, es correcto que sean juzgadas por el mismo órgano administrativo que hace de sumariante, acusador y juzgador. Claro que existe una instancia de revisión posterior ante el Poder Judicial, pero mientras tanto el ciudadano es juzgado por un órgano ajeno a ese Poder por un supuesto ilícito, en el que nada más debería actuar como autoridad de prevención y eventual sumariante, derivando el expediente ante un fuero propio de carácter penal aduanero dentro del propio Poder Judicial. Lo mismo podría interpretarse en cuanto a otros procedimientos relativos a impugnaciones y cuestiones tributarias.


			El Dr. Roberto Dromi (31) enseña que, “la administración no es juez ni sus poderes se han configurado a este objeto”, agregando que, “en ciertos casos el órgano ejecutivo está facultado para decidir algunas controversias, desarrollando así una actividad semejante a la jurisdiccional, pero le faltan los elementos que tipifican el régimen jurídico de la actividad jurisdiccional: a) carácter definitivo de la resolución; b) pronunciamiento hecho por un órgano imparcial e independiente”. Con lo cual, para el destacado jurista no puede dudarse del carácter inconstitucional de aquella atribución de la Administración, por la que decide controversias entre particulares o en las que ella sea parte, en forma definitiva y sin recurribilidad jurisdiccional. Así es que, adherimos a este postulado, considerando que toda decisión en la órbita de la jurisdicción administrativa, como resulta en materia aduanera, debe siempre estar garantizada con la debida revisión jurisdiccional del Poder Judicial.


			Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación (32) ha sostenido que “el sistema constitucional reposa en el principio de la “división” o “separación” entre los poderes, uno de cuyos extremos consiste en la prohibición de que el Ejecutivo, por sí o mediante resoluciones emanadas de organismos que actúen en su órbita, realice “funciones judiciales” (art. 95, Constitución Nacional -Adla, 1852-1880, 68-); González, Joaquín V., “Manual de la Constitución Argentina”, núm. 184). Ese fundamental principio constituye una valla contra los avances de la administración sobre la justicia, los que han gravitado en variados momentos y lugares de la evolución histórico-institucional (Calamandrei, Piero, “Estudios sobre el proceso civil”, Editorial Bibliográfica Argentina, 1945, ps. 343 y sigts.). Que sobre la base de lo expuesto, esta Corte, que ha de velar por la independencia e integridad de la función judicial (v. votos del suscripto en las causas Fallos, t. 242, p. 353 -v. Rev. LA LEY, t. 94, p. 165, fallo núm. 43.321-; t. 243, p 280; causa “Nadur c. Borelli”, etc.), ha decidido reiteradamente que procede el recurso extraordinario contra resoluciones de los organismos administrativos cuando ellas signifiquen el ejercicio de actividades que, en el orden regular de las instituciones, sean propias de los jueces y no puedan ser revisadas por vía de acción o de recurso (Fallos, t. 240, p. 453 y los allí citados; t. 243, p. 276 -v. Rev. LA LEY, t. 95, p. 106, fallo núm. 43.633, con nota de Enrique R. Aftalión-, entre otros)”.


			Es importante aclarar que, respecto a si dentro de la administración hay actividad jurisdiccional, el maestro Dr. Roberto Dromi (33) nos recuerda que la doctrina y jurisprudencia se encuentra dividida. Para un sector, una actividad del Estado podrá ser administrativa o jurisdiccional, pero no ostentar ambas cualidades a la vez, mientras otros, admiten que la actividad administrativa puede tener sustancia o contenido jurisdiccional, y en ese sentido consideran que la jurisdicción puede ser “judicial”, ejercida por los órganos del Poder Judicial, pero también puede estar a cargo de órganos administrativos. Sobre estas apreciaciones realizadas por el Dr. Roberto Dromi, supo indicar que adhiere a la primera, negando la existencia de la jurisdicción administrativa. 


			Al respecto consideramos que, en el caso de la Aduana, siendo un organismo con un fin concreto que emana de la propia Constitución Nacional, cual es el debido ejercicio del control del tráfico internacional de mercaderías, reside en tal Administración la potestad jurisdiccional administrativa, a fin de ejercer todas aquellas revisiones que puedan tratar en materia tributaria o infraccional en conformidad con los procedimientos que la ley precisa para tal conducta, y en concordancia con ello, la de juzgar dentro de las limitaciones que impone la propia constitución, la cual encontrará viabilidad, siempre que exista control jurisdiccional del Poder Judicial de la Nación. Es por ello, que como será objeto de comentario al tratar los artículo 1132 y 1172 del Código Aduanero, en cuanto al limitante de recurrir directamente a la Justicia en los procedimientos de impugnación o no aplicar los efectos de suspensión ante la apelación de un decisorio del Tribunal Fiscal de la Nación en materia tributaria, estimamos que en estos casos se estaría coaccionado el principio constitucional, de que toda jurisdicción administrativa será hábil siempre que tenga debido control jurisdiccional judicial.


			Por último, respecto de la jurisdicción en materia aduanera, debe señalarse que tal acción parte inicialmente de la propia Dirección General de Aduanas, extendiéndose, en los términos que establece el propio Código Aduanero, a la revisión del Tribunal Fiscal de la Nación, organismo que pertenece a la estructura del Poder Ejecutivo de la Nación, sin perjuicio de algunos posturas que visualizan la necesidad de su incorporación al Poder Judicial, tema que será objeto de mayores comentarios al introducirnos en el proceso de recursos ante este Tribunal, para finalmente, descansar el control jurisdiccional en el Poder Judicial. De esta forma, existe una jurisdicción administrativa ejercida por la Aduana, luego por el Tribunal Fiscal de la Nación y una jurisdicción judicial, propia del Poder Judicial de la Nación. 


			Competencia


			Toda sentencia debe emanar de autoridad que detente jurisdicción, consideraciones que han sido señaladas precedentemente. Pero además de este vital carácter, para poder ejercer tales atribuciones en la administración de justicia, resulta fundamental que resida en el juzgador competencia, siendo la facultad de poder decidir sobre un asunto determinado. Como enseña el Dr. Lino Enrique Palacio (34), “es la capacidad o aptitud que la ley reconoce a un juez o tribunal para ejercer sus funciones con respecto a una determinada categoría de asuntos o durante una determinada etapa del proceso”.


			La competencia debe ser predeterminada por Ley, fundando así la función de la administración en el ejercicio debido de la jurisdicción. La ley 48 del 25 de agosto de 1863, establece la jurisdicción y competencia de los tribunales, disponiendo en la Suprema Corte de Justicia Nacional conocer en primera instancia, respecto de las causas que versan entre dos o más Provincias, y las civiles que versen entre una Provincia y algún vecino o vecinos de otra o ciudadanos o súbditos extranjeros; entre una Provincia y un Estado extranjero; concernientes a Embajadores u otros Ministros diplomáticos extranjeros, a las personas que compongan la Legación, a los individuos de su familia, o sirvientes domésticos, del modo que una Corte de Justicia puede proceder con arreglo al derecho de gentes; trate sobre los privilegios y exenciones de los Cónsules y Vicecónsules extranjeros en su carácter público. Por su parte, también fija en relación a la competencia de los jueces nacionales y demás tribunales.


			La competencia puede estar alineada sobre diferentes conceptos, uno puede resultar ser el territorio, otro en razón de la materia, el grado y también por el valor. 


			En cuanto a la competencia de  que trata el Código Aduanero, esta recae tanto por el carácter territorial, como por la materia en la Dirección General de Aduanas, recordando que la propia Constitución Nacional establece en el artículo 9, que, “en todo el territorio de la Nación no habrá más aduanas que las nacionales, en las cuales regirán las tarifas que sancione el Congreso”. Asimismo, la Dirección General de Aduanas está en funciones de un Director General, quien detenta las facultades que la Ley le confiere (35), y cuya función es el ejercicio del debido control del trafico internacional de mercaderías. Por su parte el Tribunal Fiscal de la Nación, conforme al artículo 1132 inciso a) y 2do. párrafo del Código Aduanero, asume la competencia en la revisión de las decisiones que recaen en el seno de la Aduana. Tribunal que como se verá al comentar el artículo referido, la norma limita su competencia por el valor del asunto a tratar (36).   


			Jurisdicción y competencia en la Dirección General de Aduanas


			ARTÍCULO 1018. – 1. En los procedimientos por infracciones, de impugnación y de ejecución en sede administrativa, corresponderá conocer y decidir en forma originaria al administrador de la aduana en cuya jurisdicción se hubieren producido los hechos.


			2. Cuando se tratare de liquidaciones suplementarias de tributos, también corresponderá conocer y decidir en forma originaria al jefe de la dependencia de la Administración Nacional de Aduanas encargada de la revisión de los documentos aduaneros cancelados.


			En el artículo de referencia, el Código Aduanero determina a quién le corresponde la facultad de jurisdicción administrativa, es decir la de dictar el Derecho, respecto de aquellos procesos que versen sobre infracciones, impugnaciones y también de ejecución dentro de la propia administración.


			Como ha sido objeto de comentario en la introducción del presente capitulo, la jurisdicción y competencia encuentran fundamento para definir quién asume el carácter de una administración de justicia. Si bien la Dirección General de Aduanas es un organismo que está en cabeza de un Director General, ciertamente la Ley supo considerar que el ejercicio de jurisdicción administrativa para determinados procesos, recaiga en la administración que tenga a su cargo el área donde se produce el hecho. 


			Esto guarda el interés de poder ejercer una mejor función sobre específicos actos que son generados bajo la orbita especifica de su control,  siendo más efectiva cualquier revisión que pueda denotar tener que sustanciarse a partir de un procedimiento que regla el Código Aduanero para estos casos.


			Bajo este mismo espíritu, entendemos que respecto de liquidaciones tributarias suplementarias, que puedan derivar de hechos imponibles producidos, sean las mismas dependencias que han llevado al control de las operaciones aduaneras o documentos aduaneros cancelados, quienes actúen como revisores de aquellas acciones realizadas por los administrados. 


			En este sentido, aquí se define la jurisdicción administrativa, teniendo en cuenta la competencia según el territorio.


			ARTÍCULO 1019. – Cuando el acto impugnado proviniere de la Administración Nacional de Aduanas, corresponderá al Administrador Nacional conocer y decidir en forma originaria en el procedimiento de impugnación.


			Si el acto que se pretende impugnar ha emanado de la propia administración nacional, entonces corresponde que su máxima autoridad tenga jurisdicción y competencia originaria.


			Aquí encuentra sentido el marco de la jurisdicción y competencia originaria en el propio Director General de Aduanas, a partir de que aún cuando pueda tratarse de un hecho producido en un determinado espacio de lugar a cargo de un administrador del interior, si el acto administrativo deviene del propio Director General, será entonces éste último quien, en forma originaria, asuma la competencia, decidiendo respecto de la acción entablada por el administrado en los términos del artículo 1053 del Código Aduanero. Obviamente que ello observa un criterio de jerarquía, donde la revisión de una decisión de la máxima autoridad en la Aduana, no deba ser objeto de tratamiento por otro  funcionario. Esto no impide que el Director General pueda requerir las intervenciones necesarias de áreas operativas especificas, a los fines de la revisión de todo aquello que responda a la cuestión objeto de sustanciación en la impugnación, pero siempre el que deberá resolver -dictando la disposición-, atendiendo o rechazando la impugnación planteada por el contribuyente, es el Director General de Aduanas. 


			ARTÍCULO 1020. – En el procedimiento de repetición corresponderá conocer y decidir en forma originaria al Administrador Nacional de Aduanas.


			Como será objeto de tratamiento en el artículo 1068 del Código Aduanero, el procedimiento de repetición tiene por objetivo el reclamo de la devolución de una suma de dinero por algún concepto mal liquidado. Así entonces, la Ley supo constituir la función de decisión, respecto de este particular tema de autorizar la restitución de tributos, en el Administrador Nacional (Director General). Téngase presente que con anterioridad a la creación de la AFIP, mediante la fusión de la Aduana con la Dirección General Impositiva, el Código Aduanero establecía esta facultad en el Administrador Nacional de Aduanas, actual Director General de Aduanas, en conformidad con el derogado artículo 23 del Código Aduanero. A partir de 1997, con la creación de la AFIP, esta función se mantuvo en los términos del artículo 9, aparatado 2, inciso a) Decreto 618/97 (B.O. 14.07.1997): “son atribuciones del Director General de la Dirección General de Aduanas, además de las previstas en los artículos anteriores: a) Ejercer todas las funciones, poderes y facultades que las leyes, reglamentos, resoluciones generales y otras disposiciones le encomienden, a los fines de determinar, percibir, recaudar, exigir, fiscalizar, ejecutar y devolver o reintegrar los tributos que gravan la importación y la exportación de mercaderías y otras operaciones regidas por leyes y normas aduaneras a cargo del organismo: interpretar las normas o resolver las dudas, que a ellos se refieren”.


			Sin perjuicio de ello, existieron disposiciones que determinaron la delegación para resolver planteos de repetición a diferentes Aduanas del interior o Departamentos y Divisiones. Actualmente, la Disposición AFIP 205/2019 (B.O.21.06.2019) (37), resolvió: “Asignar competencia para el dictado de la resolución prevista en el Artículo 1078 del Código Aduanero -relativa a la procedencia de la repetición de tributos pagados con motivo de destinaciones aduaneras registradas en su jurisdicción- a las siguientes unidades de estructura de la Dirección General de Aduanas, de acuerdo con la escala de montos que en cada caso se indica” (montos que han sido modificados por Disposición nro. 190/2022 AFIP (B.O.03.10.2022) (38):


			a) Hasta $ 6.000.000: Divisiones y Departamentos Aduana. 


			b) $ 6.000.001 a $ 18.000.000: Direcciones Regionales Aduaneras y Subdirección General de Operaciones Aduaneras Metropolitanas, cuando se trate de destinaciones aduaneras registradas en el Departamento Aduana de Campana o la División Aduana de La Plata. 


			c) Hasta $ 18.000.000: Dirección de Aduana Buenos Aires y Dirección de Aduana de Ezeiza.


			d) $ 18.000.001 en adelante:	Subdirecciones Generales de Operaciones Aduaneras Metropolitanas y de Operaciones Aduaneras del Interior.


			Asimismo, la normativa en su artículo 2 indica que, “las acciones de repetición en curso a la entrada en vigencia de la presente disposición, serán reasignadas -de corresponder- a las unidades responsables de su continuidad, conforme a su respectiva competencia (39)”.


			Por último corresponde señalar que, ante una constante depreciación de la moneda de la República Argentina, estos valores, a los efectos de hacer efectiva y práctica la lógica distribución de funciones aduaneras, se ven con la necesidad de reformularse periódicamente. En su caso, la norma actual es la disposición nro. 205/2019 (B.O.21.06.2019) –nuevos valores por Disposición 190/2022 (B.O.03.10.2022), que sustituyó a su anterior nro. 250/16 (B.O.25.07.2016), que a su vez modificó la nro. 752/05 (B.O.14.12.2005). Siendo posible que sean reformuladas en el futuro, debiendo por consiguiente, al momento de iniciar una acción de este tipo, revisar la norma vigente.


			ARTÍCULO 1021. – Las competencias atribuidas en este Título no obstan al ejercicio de la facultad de avocación conferida al Administrador Nacional de Aduanas en el artículo 23, inciso m). 


			Mediante el término avocación se hace referencia a la facultad de atraer determinado tratamiento de algo hacia alguien, sobre un tema que esté siendo tratado en una instancia inferior. Aquí se hace referencia a lo normado en el artículo 23 inciso m) del mismo Código, en virtud del cual el Administrador Nacional (hoy Director Nacional) puede avocarse al conocimiento de un tema determinado y decidir en consecuencia, asumiendo en ese caso la plena potestad decisiva al respecto. Esto es así porque, quien puede delegar funciones, también puede suplantarlas y ejercer la facultad de dictar el Derecho. 


			Aquí debe rememorarse que, a partir de la fusión de la Dirección General de Aduanas y la Dirección General Impositiva, dando lugar a la Administración Federal de Ingresos Públicos por Decreto 1156/96 (B.O.16.10.1996), estas facultades han quedado establecidas por Decreto 618/97 (B.O.14.07.1997). (40) 


			ARTÍCULO 1022. – Las cuestiones de competencia que se suscitaren entre las aduanas serán resueltas por el Administrador Nacional de Aduanas, cuya decisión será irrecurrible.


			La referencia a las cuestiones planteadas sobre competencia, se da  cuando dos aduanas se disputan la facultad de conocer y decidir sobre una misma situación. En ese caso, quien va a decidir, dictando una resolución expresa, será el Director General. 


			Cabe aclarar que el artículo 11, del Decreto 618/97 (B.O.14.07.1997), dispone: “Corresponde a las aduanas el conocimiento y decisión en forma originaria de todos los actos que deban cumplirse ante ellas dentro del ámbito de la competencia que les atribuyeren el Código Aduanero, este decreto y la Administración Federal de Ingresos Públicos”, es decir que, a partir de la creación de la AFIP, es este organismo quien define en las aduanas el tratamiento de todos los asuntos que deban cumplirse en su ámbito, y que el Código Aduanero, conjuntamente con el Decreto 618/97 (B.O. 14.07.1997) determinan. Esto no limita la atribución del Director General de Aduanas, que el artículo 1021 del Código Aduanero manda. Consecuentemente, ante circunstancias conexas a la competencia a definir, sobre temas entre dos o más aduanas, será directamente el Director General, en su carácter de titular de la Dirección General de Aduanas quien resolverá la cuestión. 


			Como fuera observado en el artículo 1020 del Código Aduanero, a partir de una estructura organizativa de la Aduana, existen Subdirecciones, Direcciones, Departamentos, Divisiones, Áreas especiales de control, y Administraciones aduaneras en el interior. Tal estructura, necesaria para poder ejercer una efectiva acción de control, depende del titular de tal esencial organismo, es decir, del Director General de Aduanas, e impone delegar funciones especificas a cada área. Así, el Decreto 646/97 (B.O.23.7.1997) estableció una estructura de la Administración Federal de Ingresos Públicos y,  por consiguiente, también de la Dirección General de Aduanas. A partir de ello, se fueron dictando diversas normas definiendo funciones a Subdirecciones; Administraciones de aduanas de interior; Direcciones; Departamentos y demás áreas.


			La Disposición AFIP 128/98 (B.O.27.03.1998), aprobó la estructura organizativa de las unidades orgánicas dependientes de la Administración Federal de Ingresos Públicos. Estableciendo, respecto de la Dirección General de Aduanas, las Subdirecciones Generales de Legal y Técnica Aduanera, de Operaciones Aduaneras Metropolitanas, de Operaciones Aduaneras del Interior.   Asimismo, se fijó la responsabilidad primaria, acciones y tareas de cada una de las dependencias creadas, de acuerdo al detalle determinado en los Anexos B1 a B44. 


			En el año 2005, mediante el Decreto 898/05 (B.O.28.07.2005), se resolvió modificar la estructura organizativa de la Administración Federal de Ingresos Públicos y con ello, de la Dirección General de Aduanas,  ordenándose en  Subdirección General Técnico Legal Aduanera, Subdirección Control Aduanera, Subdirección Operaciones Aduaneras Metropolitanas, Subdirección  Operaciones Aduaneras del Interior.


			Por su parte, la Disposición 302/19 (B.O.12.09.2019) modificada por la  Disposición 329/19 (B.O.25.09.2019), dispuso en su artículo 18: Establecer para las dependencias que se indican a continuación el ámbito jurisdiccional compuesto por las siguientes Aduanas:


			Dirección Regional Aduanera Pampeana: Aduanas de Bahía Blanca, General Pico, Mar del Plata, Necochea, Neuquén, San Carlos de Bariloche, San Martín de los Andes, Villa Regina, San Antonio Oeste.


			Dirección Regional Aduanera Patagónica: Aduanas de Caleta Olivia, Comodoro Rivadavia, Río Gallegos, Esquel, Puerto Deseado, Puerto Madryn, Río Grande, Santa Cruz y Ushuaia.


			Dirección Regional Aduanera Central: Aduanas de Córdoba, Deheza, Mendoza, San Juan, San Luis, San Rafael y La Rioja.


			Dirección Regional Aduanera Noreste: Aduanas de Bernardo de Irigoyen, Iguazú, Oberá, Paso de los Libres, Posadas, San Javier, Santo Tomé, Barranqueras, Clorinda, Corrientes, Formosa, Goya.


			Dirección Regional Aduanera Hidrovía: Aduanas de San Nicolás, San Pedro, Diamante, Paraná, Rosario, San Lorenzo, Santa Fe, Villa Constitución, Rafaela, Venado Tuerto, Colón, Concepción del Uruguay, Concordia y Gualeguaychú.


			Dirección Regional Aduanera Noroeste: Aduanas de Tinogasta, Tucumán, Santiago del Estero, Jujuy, La Quiaca, Orán, Pocitos y Salta.


			Es de suponer que existirán nuevas restructuraciones, atento a que el comercio exterior es una actividad que se encuentra en estado constante de evolución, no tan sólo en orden a los tipos de mercaderías objeto de importación y exportación, sino de los esquemas de ejercicio de control que van mutando, a partir de los sistemas informáticos, digitales y que la propia Organización Mundial de Aduanas (OMA) va direccionando para un mejor y efectivo control, con canales de interacción entre todas las aduanas del mundo. Pero en todo cambio, debe tenerse presente que la Aduana está en cabeza de un Director General y que toda su estructura depende de tal funcionario que, a su vez, se encuentra inmerso en la Administración Federal de Ingresos Públicos. En este sentido, y en orden al tema que ocupa en particular el artículo aquí objeto de comentario, cualquier divergencia respecto de la competencia a resolver una cuestión aduanera dentro de las administraciones existentes en la organización aduanera, será resuelta por el Director General de Aduanas. 


			ARTÍCULO 1023. – A los fines de esta Sección, el vocablo administrador comprende al funcionario que resultare competente para resolver en sede aduanera en el procedimiento de que se tratare o a quien lo sustituyere por ausencia o impedimento, conforme a las normas en vigor.


			Recordemos que la Aduana es un organismo administrativo de suma importancia, cuya cabecera recae en el Director General de Aduanas, pero se encuentra organizada a los fines del ejercicio de control del trafico internacional de mercaderías, como fuera señalado en el artículo precedente, en Subdirecciones, Direcciones, Departamentos, Divisiones, Secciones y Áreas especiales de control. En orden a ello, la Ley supo definir como premisa, para evitar eventuales divergencias respecto del devenir de quien deberá decidir, aclarando a quién refiere en esta sección, cuando hace alusión al administrador, puntualizando que se entenderá como el funcionario que resulte competente para resolver en un procedimiento, o quien deba sustituirlo por algún motivo y que la norma así lo posibilite.   


			En línea a esta aclaratoria, será entonces el administrador designado en función en una determinada aduana, quien tendrá competencia para resolver respecto de los temas que versen sobre situaciones infraccionales o impugnaciones, como refiere el artículo 1018 del Código Aduanero.


			En cuanto a aquellos procedimientos de repetición, podemos considerar que también será el administrador de la aduana correspondiente quien tendrá la competencia para decidir al respecto. Ello, en razón de las disposiciones que posibilitan delegar esta función originaria en el Director General de Aduanas conforme al artículo 1020 del Código Aduanero.


			Cabe aclarar que estas funciones para resolver, tanto en procedimientos de repetición, como en los demás –infracciones e impugnaciones-, aprecian delegaciones a Subdirecciones, Direcciones, Departamentos o Administradores designados en aduanas del interior, conforme la estructura organizativa dispuesta por Decreto 646/97 (B.O.23.07.1997) y disposiciones dictadas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, en razón de sus facultades conferidas por Decreto 618/97 (B.O. 14.07.1997). Aspectos que han sido tratados en los artículos 1020  y 1022 del Código Aduanero.  


			Jurisdicción y competencia de la Justicia y el Tribunal Fiscal de la Nación


			ARTÍCULO 1024. – Corresponderá conocer y decidir en forma originaria en el procedimiento de ejecución en sede judicial y en las demandas contenciosas que se interpusieren contra las resoluciones definitivas dictadas por el administrador en los procedimientos de repetición y para las infracciones, así como en el supuesto de retardo por no dictarse resolución en estos DOS (2) últimos procedimientos dentro de los plazos señalados al efecto en este Código, en la Capital Federal a los jueces nacionales en lo contencioso administrativo federal y en el interior del país a los jueces federales, dentro de sus respectivas competencias territoriales siempre que se cuestionare una suma mayor de PESOS DOS MIL ($ 2.000).


			(Artículo sustituido por art. 39 de la Ley N° 25.986 B.O. 5/1/2005.)


			Las resoluciones definitivas dictadas en sede aduanera, como en los casos de las aquí mencionadas (ejecución, repetición, infracción), podrán ser examinadas mediante demanda contenciosa ante el Poder Judicial, en cuyo caso, corresponderá a los jueces nacionales del fuero contencioso administrativo con asiento en la Capital Federal o los jueces federales en las provincias, siempre que la suma cuestionada sea mayor a la señalada en dicho artículo. De todos modos resulta cuestionable limitar la posibilidad de la instancia judicial en razón de un monto mínimo, pues se cercena la garantía de la defensa en juicio, en tanto viene a ser el Poder Judicial la instancia revisora de una resolución previa en sede administrativa.


			Es importante destacar que el monto ha quedado muy acotado, con lo cual en la práctica no resulta limitante. Máxime, en aquellos procedimientos de investigación de una infracción, a partir de que por disposiciones aduaneras de carácter instrucción general, se ha resuelto que, en aquellas actuaciones donde el monto de la multa no supere un valor determinado, se dispondrá el archivo (41). El objetivo de esta medida reside en evitar situaciones antieconómicas al instrumentar y continuar con las acciones implementadas tendientes a lograr su cobro. Respecto de este tipo de instrucción y mayores detalles en cuanto a los recaudos, procedimiento y exclusiones, trasladamos a los comentarios que se realizan al tratar el procedimiento para las infracciones en el artículo 1080 del Código Aduanero. Sin perjuicio de ello, identificamos como antecedente la Instrucción General (DGA) 11/16, reformulada por Instrucción General (DGA) 9/17, esta última del 21 de septiembre de 2017, monto que fijó hasta $ 30.000 para la aplicación de esta decisión, luego ampliado a % 360.000 por Instrucción General nro. 2/23 E-AFIP-DGAADUA (42). Siendo factible que pueda ser reformulada en el futuro a fin de establecer un monto mayor, a fin de mantener el espíritu que ha llevado a su aplicación.     


			Cabe destacar, que en el proyecto de reforma del Código Aduanero presentado por el Instituto Argentino de Estudios Aduaneros (43) el 21 de mayo de 2019, se propone llevar el importe de $ 2.000 a $ 10.000 como suma de partida para posibilitar la intervención de los tribunales referidos, y que tal limitante no resulte aplicable para los procedimientos para las infracciones.  


			ARTÍCULO 1025. – 1. Corresponderá conocer y decidir al Tribunal Fiscal de la Nación, creado por la ley 15.265:


			a) de los recursos de apelación contra las resoluciones del administrador en el procedimiento de impugnación, con excepción de los supuestos previstos en el artículo 1053, inciso f). La apelación sólo procederá cuando el importe controvertido excediere de PESOS VEINTICINCO MIL ($25.000); (Importe sustituido por art. 76 de la Ley N° 26.784 B.O. 05/11/2012)


			b) de los recursos de apelación contra las resoluciones del administrador en el procedimiento para las infracciones, cuando la condena implicare un importe que excediere de PESOS VEINTICINCO MIL ($25.000); (Importe sustituido por art. 76 de la Ley N° 26.784 B.O. 05/11/2012)


			c) de los recursos de apelación contra las resoluciones del administrador en el procedimiento de repetición, cuando se reclamare un importe que excediere de PESOS VEINTICINCO MIL ($25.000); (Importe sustituido por art. 76 de la Ley N° 26.784 B.O. 05/11/2012)


			d) de los recursos por retardo en el dictado de la resolución definitiva que correspondiere en los procedimientos de impugnación, de repetición y para las infracciones, cuando los importes controvertidos o reclamados y/o la imputación infraccional excedieren y/o implicare un importe que excediere, de PESOS VEINTICINCO MIL ($25.000); (Importe sustituido por art. 76 de la Ley N° 26.784 B.O. 05/11/2012)(Inciso sustituido por art. 19 inc. 2) de la Ley N° 25.239 B.O. 31/12/1999. Vigencia: a partir del 1° de enero de 2000.)


			e) del recurso de amparo previsto en los artículos 1160 y 1161, excepto en las causas por delitos aduaneros.


			Si la determinación tributaria y la imposición de sanción se decidieran conjuntamente, la resolución íntegra podrá apelarse cuando ambos conceptos en conjunto superen el importe mínimo previsto en el párrafo anterior, sin perjuicio de que el interesado pueda recurrir sólo por uno de esos conceptos pero siempre que éste supere dicho importe mínimo. (Párrafo incorporado por art. 19 inc. 3) de la Ley N° 25.239 B.O. 31/12/1999. Vigencia: a partir del 1° de enero de 2000.)


			2. Los importes previstos en el apartado 1 se actualizarán anualmente, en forma automática al 31 de octubre de cada año, de conformidad con la variación de los índices de precios al por mayor (nivel general) elaborados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos u organismo oficial que cumpliere sus funciones. Esta actualización surtirá efectos a partir del primero de enero del año siguiente. Si la determinación tributaria y la imposición de sanción se decidieran conjuntamente, la resolución íntegra podrá apelarse cuando ambos conceptos en conjunto superen el importe mínimo previsto en el párrafo anterior, sin perjuicio de que el interesado pueda recurrir sólo por uno de esos conceptos pero siempre que éste supere dicho importe mínimo.


			Se hace referencia en el presente artículo a la jurisdicción y competencia del Tribunal Fiscal de la Nación, conforme las situaciones previstas por el mismo artículo, atento a que el administrado puede ejercer la opción de una demanda contenciosa o bien de la apelación ante este Tribunal. Sobre ello, ya se ha dicho en cuanto a que no se trata de un Tribunal del Poder Judicial, sino que depende del Poder Ejecutivo; situación que hay quienes consideran que debería alguna vez resolverse su incorporación al ámbito propio del Poder Judicial, con la particularidad de su especialidad sobre materia impositiva y aduanera. Téngase presente que este Tribunal trata cuestiones aduaneras y también de índole impositivo. De todos modos, el presidente del Tribunal Fiscal Dr. Miguel Licht (44), en una entrevista realizada por Aduana News, en relación a la posibilidad de ser incluido el Tribunal dentro del Poder Judicial de la Nación, manifestó: “Tener un Tribunal Fiscal en la órbita del Poder Ejecutivo no es una creación argentina. Está presente en muchos países como Estados Unidos, Brasil, Panamá, España, Colombia, Ecuador, etc. En Iberoamérica es una solución que está presente en casi todos los países. Lo que hay que hacer con el TFN es fortalecerlo y no suprimirlo. Primero, porque los contadores no podrían estar presentes en el Poder Judicial y la visión que nos aportan es muy significativa. En segundo lugar, porque el TFN es un tribunal administrativo y no, jurisdiccional. Esto le da unas habilidades que no podría tener un juez, sobre todo en la búsqueda de la verdad jurídica objetiva. Hay una morigeración del principio de igualdad de armas en la órbita de un tribunal administrativo. Antes bien, el TFN tendría que tener más salas y más competencias como, por ejemplo, en Seguridad Social. Sin duda alguna permitiría descomprimir al Poder Judicial para que trate otros asuntos. A nadie escapa, por lo demás, que la materia tributaria y aduanera es muy compleja y requiere en muchas ocasiones un abordaje interdisciplinario (45). Tema que será objeto de ampliación al tratar el procedimiento ante el Tribunal Fiscal de la Nación en el Título III, capítulo 2.


			Retomando lo referente al artículo 1025 del Código Aduanero, la norma precisa los casos en que intervendrá el Tribunal Fiscal de la Nación como instancia revisora de las decisiones de la Aduana en determinados procedimientos.  


			Inciso a) Decisión definitiva en Impugnación 


			El primero de los incisos hace referencia a la apelación por resoluciones en procedimientos sobre impugnaciones que se establece en artículo 1053 del Código Aduanero, con excepción de lo que se regula en forma específica sobre dicho procedimiento en el inciso f), que refiere a aquellas decisiones administrativas que resolvieren cuestiones que pudieren afectar derechos o intereses legítimos de los administrados que no estuvieren contemplados en otros procedimientos, aspectos que serán objeto de tratamiento al desarrollar el procedimiento de impugnación. Pero adelantamos que, ante una situación como la de especie, no significa que no esté habilitado el recurso de apelación, pero para estos casos en particular, la vía está abierta sólo ante el Poder Judicial de la Nación.


			Inciso b) Decisión definitiva  sobre infracciones


			En el siguiente inciso, se trata de la apelación contra una resolución recaída en el procedimiento sobre infracciones, regulados en artículo 1080 del Código Aduanero.


			Inciso c) Decisión definitiva en repetición 


			El inciso c) se refiere a las apelaciones contra las decididas en procedimientos de repetición que se encuentra regulado en el artículo 1068 del Código Aduanero. 


			Inciso d) Acciones por retardo


			Aquí se contempla la posibilidad de recurrir ante el Tribunal Fiscal en el caso de retardo para el dictado de una resolución definitiva, en tanto la aduana cuenta con un tiempo determinado para proceder a un pronunciamiento en los procedimientos aduaneros, sea infraccional, repetición o impugnación. Esta acción esta regulada en el artículo 1159 del Código Aduanero y advierte un remedio legal, ante la mora de la administración en resolver en forma definitiva la cuestión objeto de tratamiento en el procedimiento respectivo, de poder convocar a que tome intervención a tales fines el propio Tribunal Fiscal de la Nación.   


			Inciso e) Amparos por mora 


			En el inciso e) se determina la competencia del Tribunal Fiscal para conocer sobre  los recursos de amparo previstos en los artículos 1160 y 1161. Rememorando que éstos proceden ante una demora excesiva de la administración en realizar un trámite o diligencia a cargo del servicio aduanero y, en consecuencia, el sujeto afectado en su derecho, podrá accionar ante el Tribunal Fiscal de la Nación, por medio de esta acción. Como será objeto de comentario al tratar estos artículos (1160 y 1161), el artículo 271 Ley 27.430 (B.O.29.12.2017) dispuso como requisito previo, tener que interponerse un pedido de pronto despacho ante la autoridad administrativa y haber transcurrido un plazo de quince (15) días sin obtener resolución. 


			Cabe aclarar que, a diferencia de la acción por retardo donde el Tribunal Fiscal procederá a resolver la cuestión atinente al procedimiento, por efecto de la demora en decidir en definitiva la aduana en una impugnación, repetición o infracción, en el recurso de amparo por mora, sólo observará la existencia de tal demora acusada por el administrado y, si así fuese, dictará sentencia ordenando a la administración pronunciarse en un plazo determinado.    


			Asimismo, el precepto legal aquí comentado establece un ordenamiento en la posibilidad cierta de la intervención del Tribunal Fiscal de la Nación, fijando un límite en el valor involucrado para aquellos casos enunciados en los  incisos a), b), c) y d). Monto que ha sido fijado por la Ley 26.784 (B.O.05.11.2012) (46). Aquí debe observarse lo señalado en el artículo 1024 del Código Aduanero, respecto de las disposiciones aduaneras que, mediante Instrucción General, han fijado para aquellos sumarios por infracción -aquí referidos en el inciso b)-,  un límite del valor que, de no superarse, debe proceder al archivo. Ello conforme a la Instrucción General (DGA) 11/16, reformulada por la Instrucción General (DGA) 9/17 (47) y luego por Instrucción General nro. 2/23 E-AFIP-DGAADUA (48), por la cual, mediante la última referida, se fija su aplicación hasta $ 360.000. Lo que pone en evidencia que para estos casos, es decir de no superar los $ 360.000, no debería haber necesidad de recurrir por apelación, a partir de que obliga a su archivo, a pesar que la referida Instrucción dictada en el año 2023,  establece que, a fin del alcance de esta disposición, deberá abonarse los tributos que puedan ser objeto de determinación en el sumario aduanero por infracción, lo que implicaría el devenir de un posible cuestionamiento, de ser así habría  posible recurso ante el Tribunal Fiscal, aspectos que, en conjunción con los alcances de esta Instrucción, serán objeto de tratamiento en el procedimiento para infracciones en el artículo 1080 del Código Aduanero.   


			Finalmente en el apartado 1, como también lo detalla en el apartado 2, al referir a la actualización de los importes, se establece la posibilidad de una apelación integral. Es decir que, frente a un decisorio recaído en un procedimiento llevado a cabo por la investigación de una posible infracción, encuentre una determinación de exigencia tributaria y, por otra, una multa a aplicar, el valor límite que impone la norma se tendrá en cuenta sobre la base de la suma de los dos conceptos. De esta forma, si la totalidad del monto involucrado, tanto por el concepto tributario como por la pena, es superior al monto mínimo, estará habilitada la vía del recurso ante el Tribunal Fiscal de la Nación. Pero haciendo la debida aclaratoria de que, si el administrado sólo apela en forma parcial sobre un tópico determinado, éste en forma individual deberá superar el monto mínimo para alcanzar abierta la revisión ante el Tribunal Fiscal. De otro modo, no estará habilitada la instancia del Tribunal Fiscal de la Nación. Ello de ningún modo significa quedar sin el derecho de recurrir ante un superior, atento a que podrá, conforme el artículo 1032, apartado 1 inciso a) y b) del Código Aduanero, apelar ante el Poder Judicial de la Nación por vía de demanda contenciosa ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal de Capital Federal, o ante los Juzgados Federales de provincia, según los casos en donde se decidera la cuestión aduanera.


			Cabe aclarar y como será objeto de tratamiento en el artículo 1132 del Código Aduanero que, en aquellos casos en que se dicten resoluciones definitivas en los procedimientos de repetición y para las infracciones, como así también en los supuestos de retardo por no dictarse resolución -en estos dos procedimientos- dentro de los plazos señalados, el administrado tiene la opción de apelar ante el Tribunal Fiscal de la Nación o por demanda contenciosa ante el juez competente. Situación que no esta regulada, de la misma forma, para el procedimiento de impugnación, atento a que para este tipo de proceso -artículo 1053 inciso a), b), c), d) y e)-, como así también, en el supuesto de retardo por no dictarse resolución en la impugnación dentro del plazo señalado al efecto, sólo procederá el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal.


			Por último, corresponde señalar que frente a un recurso interpuesto ante el Tribunal Fiscal de la Nación que no reúna el recaudo del monto mínimo aquí dispuesto, el Tribunal Fiscal no debe rechazar la apelación, sino declarar su incompetencia y proceder a remitir al Poder Judicial para su tratamiento,  conforme recurso de demanda contenciosa. Aspecto posible en aquellos casos donde esta habilitada la opción de ambas vías. Así ha sido resuelto por el Tribunal Fiscal de la Nación al sostener que, “conforme lo establece el inc. b) del apartado 1 del art. 1025 del CA, corresponderá conocer y decidir al Tribunal Fiscal de la Nación de los recursos de apelación contra las resoluciones del administrador en el procedimiento para las infracciones, cuando la condena implicare un importe que excediere de $ 25.000. Que, mediante la resolución aquí cuestionada, se resolvió condenar a la recurrente al pago de una multa de $ 12.785,53. Que el referido importe no alcanza al monto mínimo establecido por la ley 25.239, por lo que no corresponde conocer y decidir a este Tribunal en el recurso de apelación interpuesto. Que, por otra parte, el art. 1024 del CA establece la suma mínima de $ 2.000 para habilitar la competencia de los Juzgados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal (en la Ciudad de Buenos Aires) y de los Juzgados Federales de Primera Instancia en los ámbitos de sus respectivas jurisdicciones. Que, en razón de ello, corresponde disponer la remisión de la causa, a la Cámara Federal de Apelaciones de Santa Fe, a efectos de que se le asigne el Juzgado de Primera Instancia que corresponda, y se le de al recurso el trámite pertinente. Que, por lo expuesto, corresponde declarar de oficio la incompetencia de este Tribunal Fiscal para conocer y decidir en el recurso interpuesto en autos y disponer que, por Secretaría General, se remita esta causa a la Cámara Federal de Apelaciones de Santa Fe, con costas a la actora, limitándose la misma al pago de la tasa de actuación reducido a un tercio, de cuyo pago se la exime atento la exigüidad del monto”. (49)


			Entendemos que estos valores -seguramente- serán actualizados, si existe pretensión de mantener el limite de casos que puedan corresponder a la intervención del Tribunal Fiscal de la Nación. En el proyecto de reforma del Código Aduanero que presentará, el Instituto Argentino de Estudios Aduaneros (50) el 21 de mayo de 2019, ante la Administración Federal de Ingresos Públicos y Dirección General de Aduanas, respecto a la sustitución del artículo 1025 del Código Aduanero, supieron fijar el valor en $ 50.000, disponiendo una actualización anualmente, en forma automática, al 31 de octubre de cada año, de conformidad con la variación del índice de precios al por mayor, nivel general, elaborado por el Instiuto Nacional de Estadística y Censos o por el organismo oficial que cumpliere sus funciones. Asimismo, en un proyecto de ley, (51) que fuera presentado a fines del 2022, con el propósito de reformular aspectos relativos al procedimiento ante el TFN, se buscó actualizar los montos, como también que se aplique la Unidad de Valor Tributario (UTV) (52) para la fijación del monto limitante de la competencia del Tribunal Fiscal. De esta forma, el proyecto reformaba el presente artículo -artículo 1025- imponiendo que, para el inciso a, b, c y d, el TFN actuará sobre aquellos casos en que el importe controvertido excediera de pesos un millón ($ 1.000.000) o su equivalente a las UVT establecidas en el Titulo XI de la Ley 27.430 (B.O.29.12.2017), el que resulte mayor. Por otra parte, determinaba que hasta tanto se de cumplimiento con lo previsto en el articulo 303 de la Ley 27.430 (53), los montos se actualizaran bajo un índice que disponga el Ministerio de Economía.   


			ARTÍCULO 1026. – Las causas que correspondiere instruir por los delitos previstos en la Sección XII, Título I, de este código serán sustanciadas:


			a) ante sede judicial, en cuanto se refiere a la aplicación de las penas privativas de la libertad y las previstas en los artículos 868, 869 y 876, apartado 1, en sus incisos d), e), h) e i), así como también en el f) exclusivamente en cuanto se refiere a las fuerzas de seguridad;


			b) ante el administrador de la aduana en cuya jurisdicción se hubiere producido el hecho, en cuanto se refiere a la aplicación de las penas previstas en el artículos 876, apartado 1, en sus incisos a), b), c) y g), así como también en el f) excepto en lo que se refiere a las fuerzas de seguridad.


			Se plantea aquí el tema de una doble jurisdicción en esta materia, recordando lo dicho en la parte introductoria del capítulo segundo referido a Jurisdicción y Competencia, en cuanto al significado del término “Juris Dicere” ó “Juris Dictio”; es decir, a quién le corresponde decir o dictar el derecho. En principio parece quedar clara la delimitación de facultades entre el Poder Judicial y la Aduana, en que al primero le compete la aplicación de penas privativas de la libertad, y a la Aduana aquellas de índole patrimonial. 


			Actualmente, cuando se produce un contrabando, el organismo de seguridad que haya prevenido interviene en el sumario, quedando reservado para la Aduana en forma exclusiva aquellas causas complejas o que requieran conocimientos técnicos. En cuanto al juzgamiento del delito, el artículo 1026 del Código Aduanero establece la doble jurisdicción. Las causas serán sustanciadas en sede judicial y ante el Administrador de la Aduana en cuya jurisdicción se hubiere producido el hecho. Si bien le corresponde al Poder Judicial la aplicación de penas privativas de la libertad y a la Aduana, las sanciones de carácter fiscal, se vulneran garantías constitucionales como el debido proceso, el doble juzgamiento de un mismo hecho y la posibilidad de sentencias contradictorias. Hay quienes sostienen que, en la práctica, no se da tal violación de garantías constitucionales, pues la resolución de la Aduana es revisable por el Poder Judicial, sin embargo, se debe prestar atención a lo siguiente:1) En el sumario, la Aduana puede actuar como autoridad de prevención y también como juez al mismo tiempo, dictando fallos que adquieren el carácter de sentencia de Primera Instancia. 2) En sede Judicial, la Aduana asume el papel de parte querellante. 3) Al reimplantarse el sistema de premios para los denunciantes, éstos pueden ser los mismos que hubieren prevenido en el hecho, lo que otorga mayor delicadeza al tema. 
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